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Se suspende la sesión. 

Se reanuda la sesión. 

El señor Presidente comunica a la Cámara que no ha habi- 
do acuerdo en la reunidn celebrada durante el descanso. 
Para turno en contra de la propuesta del Grupo Socialista 
hace uso de la palabra la señora Palacio del Valle Lersun- 
di. Interviene el señor Presidente. Seguidamente hace USO 

de la palabra el señor Laborda Martín. Después de unas 
pulabras del señor Presidente, se suspende la sesión. 
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CONOCIMIENTO DIRECTO DEL PLENO DE PROYEC- 
TOS Y PROPOSICIONES DE LEY REMITIDOS POR EL 
CONGRESO DE LOS DIPUTADOS: 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA POR EL QUE SE 
AUTORIZA LA RATIFICACION POR ESPANA DEL 

GO EL 17 DE FEBRERO DE 1986 
ACTA UNICA EUROPEA, FIRMADA EN LUXEMBUR- 

El señor PRESIDENTE: Señores Senadores, se abre la 
sesión. 

Punto cuarto del orden del día: Conocimiento directo 
del Pleno del proyecto de Ley Orgánica por el que se au- 
toriza la ratificación por España dcl Acta Unica Europea, 
firmada enLuxemburgo el 17 de febrero de 1986. 

Como este proyecto no ha tenido enmiendas se proce- 
derá al debate conforme a lo establecido en el artículo 
120, números 2 y 3 ,  del Reglamento, por lo que procede 
el debate a la totalidad con un turno a favor y otro en 
contra. 

Para un turno a favor tiene la palabra el señor Barreiro. 

El señor BARREIRO GIL: Señor Presidente, señorías, 
es grato, claro está, tratar un tema de la envergadura del 
Acta Unica Europea, aunque sólo sea porque sirve para 
que los españoles ratifiquemos reiteradamente nuestra 
voluntad de progreso y también porque es conveniente 
que un tema de esta naturaleza y envergadura no pase 
como de puntillas por las Cámaras, como pudieran des- 
prender los malos observadores del hecho de que en los 
trámites de Ponencia, Comisión o debates previos del Con- 
%reso de los Diputados, no se hayan producido discrepan- 
cias noticiables al respecto. 

Hay una idea ciertamente reaccionaria, que campea to- 
davía ampliamente, que tergiversa el concepto de merca- 
der haciéndolo aparecer corno un ser amoral, usurero, 
conspirativo incluso, con un origen ciertamente medieval, 
de oposición de las mentalidades conservadoras, ya de en- 
tonces, a lo que suponía el anuncio de un mundo nuevo. 

Esta tergiversación asentó bastante, desafortunada- 
mente, en el discurso de aquellos que identificaron a Eu- 
ropa como la Europa de los mercaderes e intentaban opo- 
ner a esa Europa mala otra buena que, en todo caso, no 
lograba más que difuminar el concepto que se utilizaba 
como apellido. Lo cierto es que el mercado como entidad 
social, conceptual, es una categoría económica, histórica 
que sirve, ya nesólo a los historiadores, a los pensadores 
de la economía, sino que sirve para identificar l a  identi- 
dad misma de la sociedad moderna y contemporánea. 
Este es un hecho científico irrebatible desde Adam Smith, 
Ricardo a don Carlos Marx, a Keynes o al propio Schum- 
peter y sobre el mercado se configuran, por primera vez 
en la historia de la humanidad, las grandes líneas de in- 
tegración nacional, primero, internacional después y aho- 
ra supranacional, fundamentalmente, en torno a la idea 
de Europa. 

No es casual, pues, que los primeros portadores de la 
idea europea diesen sustento a su utopía precisamente so- 
bre la base de un proyecto de mercado, que la idea fuese 
acertada y que aquella otra concepción reaccionaria del 
mercader era equivocada lo demuestra la Europa de hoy; 
una Europa históricamente original, socialmente integra- 
dora, institucionalmente estable, culturalmente conforta- 
ble; es decir, políticamente irrenunciable. 

El Acta Unica, señorías, viene a decir que aceptamos ya 
esto que es una reclamación d) nuestros pueblos y asu- 
mimos el compromiso de darle todavía más entereza ins- 
titucional transformando los mecanismos internos de de- 
cisión en mecanismos que obligan al compromiso rom- 
piendo la coraza de las seguridades falsas que en torno al 

Donde pone 96, debe poner 95.
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veto se definían. Más entereza institucional, reconocien- 
do, o intentando reconocer cuando menos, al Parlamento 
Europeo una dimensión propia de una institución parla- 
mentaria; más entereza entre los hombres y los pueblos 
europeos en torno a los compromisos de convergencia eco- 
nómica entre todos ellos; de lucha contra las desigualda- 
des territoriales en el seno de la Europa entera, y contra 
las desigualdades entre los hombres; mayor entereza, por 
fin, en torno a la idea misma de mercado, al pretender 
constituir un espacio interno sin fronteras que nos permi- 
ta construir ya lo que hasta ahora puede ser considerado 
por algunos como algo que ni es mercado ni es común, y 
por. tanto no es todavía el nido en el que germine defini- 
tivamente un proyecto verdaderamente supranacional. 

Algunos creen que no es el momento oportuno para que 
ratifiquemos el Acta Unica. Consideran que el hecho de 
que coincida el proceso de apertura de los compromisos 
que el Acta Unica con el período transitorio de adapta- 
ción de España a las Comunidades Europeas, cogería a 
nuestro país en una situación de debilidad añadida para 
no tener que sufrir problemas adicionales o de mayor di- 
mensión de los que preveíamos en el proceso de adhesión 
a las Comunidades; pero lo cierto también es que éste es 
un momento temporalmente acuciante para que Europa 
entera salga de la crisis política y económica que la su- 
merge. Es un momento temporalmente ineludible para 
que definamos el papel internacional económico y políti- 
co de Europa, y que los lícitos intereses nacionales, que 
no pueden dejar de ser considerados, han de tener, sin em- 
bargo, más un espíritu de impulso que de condiciona- 
miento del momento presente de Europa. 

Otros se inclinan a pensar que se va demasiado rápido 
con el Acta Europea. En este punto es necesario recono- 
cer que nos puede acudir la razón desde los dos extremos. 
(El señor Vicepresidente, Rodríguez Pardo, ocupa la Presi- 
dencia.) Si observamos el proceso europeo con la vista 
puesta en el tiempo largo, es evidente que este proceso va 
rápido. Pensemos tan sólo que hace cincuenta años Euro- 
pa era una realidad plural e internamente enfrentada, 
grave, cruelmente enfrentada. Desde hoy a aquel ayer es 
evidente que se avanzó mucho, no solamente en el con- 
cepto europeo, sino en la aportación que el concepto de 
Europa hizo al propio concepto de la paz mundial, de la 
integración mundial. 

Si nos fijamos tan sólo en el corto plazo, descubrimos, 
sin embargo, lo imperioso del tiempo presente, y que es- 
tas nuevas configuraciones momentáneas que cada ma- 
ñana y cada tarde se van anunciando de las ubicaciones 
de los grandes núcleos del poder mundial, del pensamien- 
to mundial, sobre los temas más trascendentales de la 
vida del hombre, obligan a Europa a no perder un solo mi- 
nuto en la cuenta del nuevo despegue. 

Los menos pueden pretender tergiversar este propio de- 
bate en torno al Acta Unica, y reabrir en favor del interés 
político más inmediato el debate acerca de la fortuna del 
Gobierno socialista en el trámite de negociación de la ad- 
hesión de España a las Comunidades Europeas. Están en 
su derecho, es legítimo, pero encierra también un concep- 
to estático del Tratado de Adhesión que no le es propio, 

y que, en todo caso, sí constituirá con unas y otras razo- 
nes un punto central del debate político en España, como 
lo es en todos los países miembros de las Comunidades 
Europeas. 

Lo importante es, sin embargo, señor Presidente, seño- 
rías, que coincidimos en lo substancial. España está com- 
prometida a encontrar en Europa un proyecto de moder- 
nización y de progreso para el futuro. Así se deduce de los 
trámites que hasta ahora ha experimentado este proyec- 
to de ley en ambas Cámaras, y, como siempre, vale la pena 
que nos felicitemos por aquello que nos une, aunque sea 
cierto que hay algo que nos separa. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rodríguez Pardo): Gra- 

¿Señores portavoces que quieran hacer uso de la pala- 

El portavoz del Grupo de Senadores Nacionalistas Vas- 

cias, señor Barreiro. 

bra? (Pausa.) 

cos tiene la palabra. 
- 

El señor GAMINDE ALIX: Sefior Presidente, señorías, 
nuestro Grupo va a votar afirmativamente esta Ley Or- 
gánica de ratificación del Acta Unica Europea; va a votar 
afirmativamente, pero con un cierto sentido de desilusión 
y un poco de frustración. En ello no queremos incluir una 
crítica a la negociación llevada en este caso por el Gobier- 
no socialista, porque estamos absolutamente convencidos 
de que este Gobierno y cualquier otro, del color que fue- 
re, poco más podrfan haber hecho dadas las ideas reinan- 
tes entre los once coparticipes europeos. 

Sin embargo, sí queremos hacer una crítica: el Gobier- 
no no informó del curso de esta negociación y yo, como 
Senador nombrado por la Cámara vasca y representan- 
do, por tanto, a la Comunidad Autónoma Vasca, debo ma- 
nifestar que esta comunicación era obligatoria, de acuer- 
do con lo establecido en el Estatuto de Autonomfa en su 
artículo 20.5. Nada hemos sabido y creo que las restantes 
Comunidades Autónomas, a quienes también realmente 
todo este asunto les afecta, tampoco han tenido noticias 
sobre la cuestión. 

A pesar de ello, como digo, vamos a votar afirmativa- 
mente porque sí creemos que es una cuestión de Estado, 
pero, senorías, nos gustaría que se recordara que también 
nosotros, nuestra Comunidad Autónoma y las demás, so- 
mos Estado y debemos estar informados. 

No voy a hacer un análisis pormenorizado de los pun- 
tos de este Acta Unica, primero, porque ya se hizo casi ex- 
haustivamente en el Congreso de los Diputados y segura- 
mente alguno de los Senadores que me van ? seguir en el 
uso de la palabra serán capaces de hacer esta crítica mu- 
cho mejor que este Senador. Sin embargo, sí quiero ha- 
cer algunas consideraciones generales del porqué mani- 
festamos una cierta desilusión. 

Algunos de nosotros, cuando éramos jóvenes -y natu- 
ralmente desde esto ha pasado ya mucho tiemp-, vimos 
una luz de esperanza cuando Europa salía de unos tiem- 
pos trágicos, oscuros y muy tristes -nosotros no salimos 
tan rápidamente como el resto de Europa, pero esta es 
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otra cuestión-, y entonces vimos cómo un grupo de eu- 
ropeos beneméritos pretendía, de algún modo, llegar a la 
unidad de Europa para procurar evitar en lo sucesivo que 
intereses egoístas de Estados que entonces eran chauvi- 
nistas y jacobinos pudieran provocar nuevos conflictos, 
porque para mí las dos grandes Guerras Mundiales, más 
que Guerras Mundiales, han sido guerras civiles europeas. 
(E1 señor Presidente ocupa la Presidencia.) 

Curiosamente, uno de los principales promotores de ese 
movimiento, el Ministro Schuman del Gobierno francés, 
había sido oficial en el ejército del Kaiser en la Primera 
Guerra Mundial y a través del impulso dado para conse- 
guir -y se cons igu ib  la Comunidad Europea del carbón 
y del acero, se pudo empezar este movimiento de integra- 
ción, que tal vez culminó el año 1957 en el Tratado de 
Roma. Este Tratado llamado por muchos políticos la Car- 
ta Magna Europea, no creo que llegue a tanto, pero real- 
mente fue un gran paso; un gran paso a pesar de que, más 
bien, parecía un Tratado para una Europa de mercaderas 
(y Senador Barreiro, para mí la palabra mercaderes no 
tiene ninguna connotación peyorativa, desde el momento 
que soy descendiente de una vieja familia de mercaderes 
de Bilbao); pero ciertamente se buscó esto a través de la 
Europa de los mercaderes. 

Se fue avanzando después pero realmente hubo gran- 
des retrocesos. Los egoísmos de los países, los egoísmos 
de los Estados dieron lugar a que cosas establecidas en el 
Tratado de Roma se vieran totalmente desvirtuadas. Una 
de ellas, y bien clara, es la necesidad de la unanimidad 
en el Consejo y hemos tenido el terrible ejemplo de que 
la actitud del profeta de la «grandeur» diera lugar a que 
durante muchos años el Reino Unido de la Gran Bretaña, 
que es una pieza indispensable en la unidad europea, no 
pudiera acceder a ella. 

Posteriormente ha habido unos claros movimientos de 
deseo de integración política, no sólo de integración eco- 
nómica y es interesantísimo al dictamen del Comité crea- 
do para el estudio de las instituciones políticas europeas 
que entregó su trabajo en Bruselas a finales de marzo del 
año 1985. 

En su punto primero, que titula «Una verdadera enti- 
dad política)), naturalmente tiene que tocar, y toca, el 
tema del Parlamento Europeo, Parlamento que hasta hoy 
día sigue siendo muy minorizado. En este informe se dice 
que el Parlamento Europeo debe cogobernar con los de- 
más órganos de poder europeos; pero luego, al tomar la 
decisión definitiva en el Acta Unica, ya no se trata de ello, 
simplemente, el Parlamento Europeo cooperará. Creo que 
esto es un salto atrás importante. 

Ahora comprendo que esto haya sido así, porque en el 
Parlamento Europeo los grupos políticos no son grupos 
nacionales, son grupos ideológicos, cosa que me parece 
una consecución realmente meritoria. (El señor Vicepresi- 
dente Arespacochaga y Felipe ocupa la Presidencia.) Pero 
naturalmente los representantes de los ejecutivos de los 
estados tienen que ver y ast lo ven con honda preocupa- 
ción, que un equipo absolutamente político, absolutamen- 
te democrático, nombrado directamente por los pueblos 
de los países que componen la Comunidad, pueda tener 

I 

una intervención más directa de la que hoy en día tienen. 
Por ello creemos que, aunque se ha avanzado algo, to- 

davía estamos muy lejos de la Europa unida para pueblos 
libres y hombres libres. De ahi nuestro sentid.0 de frus- 
t rac ión. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Arespacochaga y Felipe): 
Gracias, señor Senador. 

Por el Grupo de Convergencia y Unión tiene la palabra 
el Senador Trías i Fargas por tiempo de diez minutos. 

El señor TRIAS 1 FARGAS: Señor Presidente, señoras y 
señores Senadores, hoy es un día en el que afortunada- 
mente podemos estar de acuerdo todos. De todas formas, 
y a pesar de mi deseo de que transcurra este debate den- 
tro de la cordialidad que se merece, y que preveo que sin 
duda se producirá, no puedo menos que agradecer al re- 
presentante del Grupo Socialista el canto encendido que 
ha hecho a favor.de1 mercado y de los mercaderes. Yo es- 
toy de acuerdo, lo he estado siempre, digo lo mismo; pero 
como nosotros hace más tiempo que lo decimos que us- 
tedes, les invito a que se sumen a nuestro Grupo y cola- 
boremos todos en un mismo programa. 

Dicho esto quisiera recordarles que en Cataluña el tema 
de Europa se ha vivido siempre muy de cerca, tan de cer- 
ca como se puede haber vivido en otras partes de Espa- 
ña, y eso por m?tivos políticos claros de doble vertiente: 
Una vertiente que podríamos llamar de política española 
y otra vertiente de política europea. 

De política española, ¿qué quiere decir? Cuando en 
1950 don Salvador de Madariaga me invitaba a partici- 
par clandestinamente en un Congreso de la Internacional 
Liberal, a escondidas de nuestro General Franco, y me 
contaba las cosas de Europa después de la última Guerra 
Mundial todavía reciente, nosotros veíamos en la aproxi- 
mación a Europa una manera de forzar la política espa- 
ñola hacia una cierta apertura y,  por tanto, teníamos una 
preocupación inicial a favor del europeísmo, porque po- 
día ser una manera de intentar democratizar España. 

Esto es algo que el Gobierno del General comprendió. 
Trató de intervenir en esta proyección ideológica inten- 
tando entrar en Europa y, sobre todo, ustedes lo recorda- 
rán, diciendo, cuando encontró dificultades, que éstas no 
eran políticas, que no se admitía en España por temas téc- 
nicos, comerciales y sin ninguna trascendencia política. 
¿Por qué? Porque comprendía que el ingreso en Europa 
era un espaldarazo democrático, y que el rechazo de Eu- 
ropa era una definición clara de su carácter autoritario. 
Esta fue nuestra actitud. Los europeístas éramos los de- 
mócratas y, en este sentido, éramos los antifranquistas. 

Yo creo que ha de quedar claro que en Cataluña ha ha- 
bido siempre una mayoría muy clara, 'la europeísta, 
«ergo» una mayoría democrática, a pesar de que la en- 
trada 'en el Mercado Común representaba, a corto plazo, 
dificultades económicas importantes. El país, incluso lo 
que podríamos llamar la gente conservadora, los empre- 
sarios, veían en la entrada en Europa una consolidación 
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de la modernidad, de la libertad y de la estabilidad de- 
mocrática de España. 

Esta es la situación. En este momento, nos encontra- 
mos aquí encantados. Entramos en Europa. Hemos con- 
seguido hacerlo con un Parlamento libre, con una demo- 
cracia que funciona y, por lo tanto, estamos superando 
esa primera etapa en que la entrada en Europa significa- 
ba una ayuda democrática para nuestra política. 

Ahora estamos dentro, lo que tenemos que hacer es opi- 
nar en política europea. ¿Qué deseamos nosotros para esa 
Europa en la cual ya estamos y en la que podemos hablar 
por derecho propio de europeos de la misma clase que to- 
dos los demás? Sencillamente nosotros queremos una Eu- 
ropa unida políticamente. Nosotros no tenemos absoluta- 
mente nada, ya lo he dicho, contra mercados y mercade- 
res, pero no nos conformamos con la Europa de las cebo- 
llas. Esto sí debe quedar muy claro: nosotros aspiramos 
a que Europa vaya hacia una unión politica. Esto es algo 
que el Acta de hoy intenta producir, pero lo hace de una 
manera yo diría que escasa y a paso corto. 

Tenemos, por ejemplo, un incremento de las votaciones 
por mayoría cualificada, que son las que puedan sustituir 
la unanimidad, que es, a su vez, lo que tiene paralizada 
y agarrotada la independencia de las instituciones comu- 
nitarias. Es un paso adelante, pero sigue la norma de la 
unanimidad campeando por sus respetos. 

El Parlamento y la Comisión se ven reforzados, es cier- 
to, pero de una manera limitada, porque rl Consejo sigue 
siendo la representación de las soberanías nacionales, y ,  
por tanto, su presencia fuerte y decisiva sigue haciendo di- 
fícil el camino a la unidad política de Europa. 

Se habla con reticencia de la política económica y mo- 
netaria. Se habla de una política exterior común con gran- 
des ventajas y colaboraciones y,  sobre todo, actitudes y 
manifestaciones retóricas, pero con pocas medidas efecti- 
vas. Se actualizan las preocupaciones comunitarias mo- 
dernizándolas con la inclusión de temas sobre medio am- 
biente y sobre tecnología. Es decir, todo muy bien, pero 
todo muy poco, y esto es lo que a nosotros nos preocupa. 

Estamos encantados de poder votar un Acta que nos 
permite votar desde dentro de una línea de acción políti- 
ca. Esto tiene s u  importancia, porque es, creo yo, el pri- 
mer acto de presencia real de los españoles y de España 
en la política europea en igualdad de condiciones con los 
demás. 

Ahora bien, la política de la Europa unida nosotros no 
la podemos abandonar. No será fácil; al contrario, será 
muy difícil, porque para alcanzar la unidad de Europa ha- 
brá que suprimir las soberanías de los Estados-nación que 
llevan mil años en marcha y en vigencia, y será muy di- 
fícil suprimirlas en poco tiempo. 

Del mismo modo que el Acta propone y prevé un mer- 
cado interior único para el año 1992, creo que ello es po- 
sible y que podremos llegar poco a poco a desdibujar algo 
esas soberanías nacionales de los Estados-nación que en- 
torpecen esa gran nación europea que todos queremos, ca- 
paz de pesar en el mundo, capaz de ser el equilibrio fren- 
te a las grandes potencias y ,  en definitiva, un foco de cul- 
tura, de justicia y de ideales políticos. 

Quisiera hacer una última advertendia. Me sabría muy 
mal que los gobiernos que sucesivamente puedan guiar 
los destinos de este país tomaran en la legislación comu- 
nitaria una excusa para desdibujar no un proyecto nacio- 
nal subsumido en un proyecto europeo, sino las autono- 
mías regionales, los pueblos de Europa que son en defi- 
nitiva las regiones, las nacionalidades españolas, las fran- 
cesas y las italianas, para, en un intento más bien contra- 
rio a ese movimiento de unidad política que pedimos, re- 
forzar esta fragmentación de naciones-Estado, que hasta 
ahora ha cumplido una gran misión histórica, pero me pa- 
rece que está quedando rezagada en el curso de la 
Historia. 

Por tanto, señoras y señores Senadores, votaremos con 
satisfacción la ratificación del Acta Unica. Muchas gra- 
cias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Arespacochaga y Felipe): 
Gracias, señor Trías. 

Corresponde intervenir al Grupo Mixto. ¿Va a hacer uso 
a través de la Agrupación? (Asenrir~ierzto.) Tiene la pala- 
bra el señor García Royo, por tiempo de siete minutos. 

El señor GARCIA'ROYO: Señor Presidente, señoras y 
señores Senadores, yo, en representación de la Agrupa- 
ción de Senadores del Partido Democrático Popular, la- 
mento -y no quiero en este punto contestación, porque 
resulta, por obvia, inadmisible- la ausencia de algún 
miembro del Gobierno en un tema tan formal, precisa- 
mente en el día de hoy tan concurrente de voluntades ante 
una ratificación. Seguramente habrá alguna disculpa. Yo, 
sin embargo, quiero denunciar la ausencia. 

Esta Agrupación de Senadores se congratula por el celo 
manifestado por el Gobierno al remitir este proyecto de 
ley, con rango de orgánico, puntualmente a esta Cámara 
para su ratificación, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 93 de nuestra Constitución, concordante con la 
forma y el depósito subsiguientes que se exigen en el ar- 
tículo 33 del anexo que acompana al proyecto. 

Entiendo que con este trámite, el de ratificación y de- 
pósito posterior del Acta, Europa echa a andar por cami- 
nos de esperanza y progreso, con un horizonte situado en 
el año 1992, fecha que también resultará histórica en 
otros eventos que ocurrirán precisamente en territorio del 
Senador que me ha precedido en el uso de la palabra. 

Sí quiero recalcar que esta AgrupaCión presta la con- 
formidad con su voto favorable a las modificaciones que 
en el citado texto se introducen, tanto en el Tratado cons- 
titutivo del Carbón y del Acero, en el propio de la adhe- 
sión a la Comunidad Económica Europea inicial, con una 
particular espeianza en los temas de medio ambiente y,  
finalmente, como las relativas a la Comunidad Europea 
de la Energía Atómica. 

Recogidos los objetivos del reconocimiento formal del 
Consejo de Europa, el de reforzar el papel de la Comisión 
como órgano ejecutivo y como ' potenciación del Parla- 
mento Europeo, la Agrupación de Senadores del Partido 
Demócrata Popular entiende que el Actua única configu- 
ra una Europa unida a través de una regulación modéli- 
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ca,  breve y eficaz. Del mismo modo, las declaraciones 
adoptadas por la Conferencia, enumeradas en el Acta Uni-  
ca, anejas al Acta final, son aceptadas unívocamente por 
esta Agrupación parlamentaria. 

Por ello, señor Presidente, nuestro voto afirmativo con- 
lleva también otras esperanzas en cuanto a conductas de 
gobierno en materias de información en el futuro, a tra- 
vés de la Comisión correspondiente de esta Cámara, así 
como la de propiciar esquemas de diálogo político de la 
Comunidad Económica Europea en los países latino- 
americanos. 

En anteriores intervenciones, autorizados criterios des- 
de el hecho histórico (Senadores Barreiro, Trías Fargas y 
Gaminde) me evitan entrar en la necesidad histórica y de- 
mandada ppr la Historia de esta unidad en lo europeo. 
N o  obstante, me place el conocimiento más puntual que 
he tenido de aquella Europa de los mercaderes, que ya en 
lo sucesivo va a ser una Europa con otro talante en los as- 
pectos culturales, políticos y económicos. Solamente me 
queda ratificar, como dije al principio, que la Agrupación 
de Senadores, a la vista de todo ello, votará afirmativa- 
mente la ratificación de este Acta Unica. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Arespacochaga y Felipe): 

En representación del Grupo Mixto, tiene la palabra el 
Gracias, señor García Royo. 

señor Dorrego por un tiempo de diez minutos. 

El señor DORREGO GONZALEZ: Señor Presidente, se- 
ñorías no hay dlida de que toda sociedad, para poder vi- 
vir, tiene que tener un ideal en el que inspirarse y un mo- 
delo de  organización para poder llevarlo a cabo. 

Europa, a partir del año 1945, tuvo claro, a nuestro jui- 
cio, el ideal de la unidad europea. Sin embargo, encontró 
grandes dificultades en la organización, lo que hizo que, 
de alguna manera, ese esplendor histórico que se da  cuan- 
do  se reúnen las dos circunstancias no se efectuara en la 
Comunidad Económica Europea. 

El señor Ministro de Asuntos Exteriores, presente en el 
Congreso de los Diputados -lamentamos que por diver- 
sas circunstancias no pueda estar presente en esta Cáma- 
ra-, comenzaba su intervención en el Congreso de los 
Diputados diciendo que el clima en el que se ha negocia- 
do  el Acta Unica eca un clima totalmente diferente al que 
había vivido Europa los últimos diez o doce años. Añadía 
que en el Mercado Común Europeo, que no era mercado 
ni común, Europa se había ido blindando, había ido le- 
vantando barreras proteccionistas, había ido excavando 
madrigueras que hacían imposible, prácticamente, por 
estos egoísmos, a veces nacionales, todo intento de uni- 
dad política europea. Fue entonces, precisamente, cuan- 
do  Europa se abrió a los países del sur,  con la entrada de 
Grecia, España y Portugal, cuando a poco más de un año 
se produce, a nuestro juicio, el primer paso adelante en 
la unidad europea. 

¿Qué pretende el Acta Unica? ¿Qué pretendía negocia?- 
se en el Acta Unica? En primer lugar, consolidar los po- 
deres ejecutivos del Consejo y de la Comisión. En segun- 

do, conseguir que el Parlamento tuviera una parte deci- 
siva en la política europea. iQu6 se ha conseguido con 
esto? Que desaparezca la unanimidad, pero no se ha co- 
neguido quc el Parlamcnto Europeo tenga la misión que 
le corresponde. Es verdad que puede hacer una segunda 
lectura; es verdad que puede hacer una labor obstruccio- 
nista, pero indiscutiblemente no puede participar con 
toda su fuerza en las decisiones europeas. Se ha logrado 
esa razón que decía el eurodiputado señor Spinelli de ese 
pequeño ratón que nació del parto de los montes, pero 
poco más. 

Se ha logrado un avance sustancial en la intervención 
del Tribunal de Justicia. Se han logrado también avances 
fundamentales en la estructura socioeconómico-cultural, 
consiguiendo que ese mercado, del que tanto se ha habla- 
do con anterioridad, sca mercado y a la vez común, si bien 
persistiendo a veces tantas trabas, tantas reservas y tan- 
tas barreras que el propio Ministro de Asuntos Exteriores 
decía que a veces no se sabe cuál es la norma y cuál es la 
excepción. Indiscutiblemente, se ha avanzado también en 
este sentido. 

Se ha avanzado también, y fundamentalmente, en la 
unidad monetaria, si bien el hecho de que los grandes fon- 
dos estructurales europeos se havan dejado a criterio de 
la Comisión, sin unos criterios claros para reformar en un 
año, nos hace ser, por lo menos, prudentes en cuanto a lo 
que va a suponer esta nueva estructuración. 

Se ha avanzado poco en política exterior común. Es ver- 
dad que se han hecho algunas declaraciones, pero -y cito 
palabras del propio señor Ministro- no se ha logrado si- 
quiera utilizar las palabras de política cxtcrior común. 

El CDS, al que represento en el Grupo Mixto, v creo que 
el resto del Grupo Mixto, va a votar favorablemente la 
proposición, y la va a votar favorablemente porque cree 
que puede ser un mal menor, que puede ser un mínimo 
para iniciar la negociación. Indiscutiblemente, es un paso 
hacia adelante; es esa unidad política europea que nues- 
tro Partido defiende. 

¿Cómo -y entramos en las críticas- ha llevado el Go- 
bierno la negociación? Estoy de acuerdo con el Senador 
Gaminde en que, tanto en la adhesión como después en 
la negociación del Acta Unica, ha habido poca informa- 
ción al Parlamcnto. a la opinión pública; no se ha infor- 
mado a los sectores afectados con la debida profundidad. 
Pensamos que, aun adoptando una postura que compar- 
timos en el lema de ((Europa hacia adelante», a veces se 
han olvidado intereses nacionales importantes como, por 
ejemplo, no haber hecho reservas, como Dinamarca, en 
sus relaciones con el grupo económico del norte; no ha- 
ber hecho reservas territoriales, como Portugal; no haber 
hecho reservas territoriales, como el Reino Unido, sobre 
todo en relación con ese gran continente que nosotros te- 
nemos que cuidar de una manera especial, el continente 
iberoamericano. 

A estas alturas, ni las Cámaras ni la opinión pública sa- 
ben cuándo van a ser las elecciones para eurodiputados. 
A estas alturas, todavía no se sabe cuál va a ser el meca- 
nismo de elección, cuál va a ser la ley que va a regular 
s t a s  elecciones. Yo creo, senores, que éste, como tema de 
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Estado que es, tiene que tener absoluta transparencia 
para que todos los Grupos puedan opinar. 

Voy a terminar diciendo que quizá uno de los temas tra- 
tados -como también han señalado los Grupos de Sena- 
dores Vascos y Senadores Catalanes- ha sido el cuidado, 
la dificultad que puede suponer adaptar la legislación co- 
munitaria, la legislación del Estado español, la legislación 
de las Comunidades Autónomas y la legislación territo- 
rial hasta municipal. Quiere decir esto que habrá que te- 
ner un cuidado exquisito, porque de ese cuidado, de esa 
colaboración de todas las Comunidades, es de donde pue- 
de salir realmente esa Europa que todos queremos. 

Nosotros -como decía algún Diputado en el Congre- 
so- no fuimos a Europa a negociar toneladas de mante- 
quilla, fuimos a Europa a negociar una unidad política. 
Yo diría que en todos los casos también hay que negociar 
la mantequilla, y negociarla bien, porque pueden ocurrir 
casos como el que está pasando con Canarias, que, aun- 
que parece estar en vías de solución, puede tener muchas 
dificultades en el futuro. 

Nosotros, el CDS y el Grupo Mixto, queremos estar en 
una Europa plural, democrática y solidaria, y creemos 
que por ese camino Europa logrará llegar a ese protago- 
nismo que tantas veces le ha correspondido a lo largo de 
la historia y que de alguna manera en este momento ha 
perdido. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Arespacochaga y Felipe): 
Muchas gracias, Senador Dorrego. 

Por el Grupo de Coalición Popular tiene la palabra el 
Senador López Hmares por el tiempo de diez minutos. 

El señor LOPEZ HENARES: Señor Presidente, señoras 
y señores Senadores, mi Grupo había pensado inicialmen- 
te no intervenir puesto que, dada la previsible unanimi- 
dad de la Cámara ante un proyecto tan importante, pa- 
recía ociosa esta intervención. Sin embargo, como ha di- 
cho muy bien el señor Barreiro, la aprobació? del Acta 
Unica Europea es un acontecimiento tan importante en 
el devenir del proceso de la construcción europea que bien 
merece una breve reflexión, como han hecho el resto de 
los portavoces que han intervenido. 

En primer lugar, deseo indicar, en nombre de mi Gru- 
po, que tenemos una gran satisfacción en mostrar nues- 
tra anuencia y nuestro respaldo a este Acta, puesto que 
constituye la primera vez que España, como país de ple- 
no derecho dentro de la Comunidad Europea, participa 
activamente en uno de estos pasos tan importantes. Y sa- 
tisfacción también porque en el proceso de construcción 
europea de este proyecto sugestivo de vida en común que 
constituye Europa es, sin duda alguna, el Acta un paso im- 
portantísimo. ¿Por qué es importante este paso? Es pre- 
ciso remontarse, como ya han hecho algunos de mis an- 
tecesores, al laborioso y difícil proceso de la construcción 
europea. 

Yo quiero romper aquí una lanza en favor de la llama- 
da Europa de los mercaderes. Creo que ésta es una frase 
que ha hecho fortuna por razones periodísticas, pero es 

desafortunada por razones obvias y racionales. Es más 
bien la Europa del realismo, la llamada Europa de los 
mercaderes, frente a la Europa del idealismo exagerado, 
la que ha predominado y la que está permitiendo la cons- 
trucción racional de Europa. 

Permítaseme que acuda a un recuerdo de mis años 
juveniles. 

Después de concluir mis estudios en España, fui, preci- 
samente, un año a estudiar a Francia, atraído por el pro- 
ceso de integración europea en la época en que todavía 
no se había firmado el Tratado de Roma. Y allí se plan- 
teó, en el debate y en los seminarios a que aludía, preci- 
samente la pugna y la contestación entre aquellos que 
querían la unidad política inmediatamente, empujados 
por su idealismo, y aquellos otros más conscientes de los 
múltiples problemas que existían en todo tipo, entre otros 
económicos y políticos, por razones del arraigo de la so- 
beranía nacional a la que aludía el señor Trías Fargas, y 
que era preciso para construir Europa a través de este ca- 
mino racional mediante una visión más realista. 

Esa fue la razón por la que, en primer lugar, se aprobó 
el Tratado del Carbón y del Acero, en 1951, y poco des- 
pués el Tratado de la Comunidad Económica Europea, en 
1957, y el ERATON en la misma fecha. 

Recuérdese que ya en aquella época fueron frustrados 
los intentos que se hicieron de unidad política, como el 
Tratado de la Comunidad de Defensa, e incluso el Trata- 
do de unidad política, que había sido elaborado por la 
Asamblea de la CECA, la Comunidad del Carbón y del Ace- 
ro, y que impulsados por esta idea de la construcción de 
Europa, sin embargo, no se hicieron realidad. 

Este paso constante, este paso progresivo, con una vi- 
sión más realista, es lo que está permitiendo la construc- 
ción de este gran proyecto de vida en común que es la uni- 
dad europea. Por eso, creo que debemos alejarnos de esta 
actitud tan peyorativa de la Europa de los mercaderes, y 
más bien hablar del realismo y ser conscientes, con satis- 
facción, de los pasos importantes que se han dado. Cuan- 
do se habla de la Europa de los mercaderes nos olvida- 
mos que también es la Europa que ha firmado la Conven- 
ción de los Derechos Humanos y la Carta Social Europea. 

Realmente, señor Presidente, señoras y señores Sena- 
dores, el progreso que se ha hecho en la construcción eu- 
ropea ha sido gigantesco. Como muy bien decía el señor 
Barreiro, es preciso tener una visión amplia, contemplar 
dentro de un vasto horizonte esta gigantesca y subyuga- 
dora acción de la construcción de Europa. Somos prota- 
gonistas y parte de un continente cuya cultura es milena- 
ria. En gran parte su cultura se ha hecho -y así lo apren- 
dimos nosotros en los libros de nuestra infancia- entre 
el enfrentamiento de las naciones europeas y la des- 
trucción. 

Pertenezco a una generación en la que durante nues- 
tros años juveniles, cuando realmente nos acercamos a en- 
tender y comprender el mundo en las aulas, en los libros, 
en el acontecer diario, fuimos también testigos de una de- 
vastadora y espantosa guerra, de la cual, incluso en aquel 
entonces, no nos dimos cuenta. Fue después, cuando fui- 
mos a estudiar a Europa, entre cementerios y ruinas 
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-que así estaba Europa después del año 1945-, cuando 
surgió y se apoderó de nosotros el deseo irreprimible y 
apasionado de construir Europa lejos de estos enfrenta- 
mientos nacionales. Aludía muy bien el señor Gaminde a 
que eran guerras civiles. Así debemos contemplarlo noso- 
tros hoy y ,  por tanto, participar en la construcción de Eu- 
ropa con entusiasmo y con decidida fe, si bien esos pasos 
son lentos, y el Acta Europea es, sin duda alguna, L'n paso 
importante. Porque, ¿qué es el Acta Europea, señoras y se- 
ñores Senadores? Es un tratado que viene a reformar y a 
contempolar parte de los tratados anteriores que son, en 
definitiva, la constitución europea. 

Hemos hecho bien en tener esta breve reflexión para 
percatarnos de la importancia de este acto, porque en este 
momento estamos asistiendo a la ratificación, en nombre 
de España, de una parte complementaria de la constitu- 
ción de Europa. Este Tratado tiene partes muy importan- 
tes que han sido enunciadas ya, pero yo  quiero destacar- 
lo, desde el punto de vista institucional, puesto que se dan 
más poderes a las instituciones europeas, al Consejo de 
Ministros, al Parlamento Europeo, al Tribunal de Justi- 
cia europeo -no los suficientes ni los deseables, pero sí 
más poderes-, y se establecen pautas de política de ac- 
ción común para toda Europa en sectores tan vitales e im- 
portantes como la defensa del medio ambiente, la sani- 
dad, los problemas sociales, el establecimiento fuerte de 
un sistema monetario europeo y el incremento y profun- 
dización del mercado interno de toda Europa. Junto a esto 
se encuentra la política exterior común. Europa tiene que 
fortalecer este sentido de unidad entre los grandes blo- 
ques e impulsar esta política exterior común que está re- 
conocida, enunciada, fortalecida y promocionada dentro 
del Acta de la Comunidad Europea con sus diferentes pun- 
tos y acuerdos. 

Si bien es cierto que este Acta y el resto de los Trata- 
dos constituyen un marco v ,  en definitiva también, unos 
objeti,vos para la construcción europea, sin embargo, la 
política del Gobierno puede no ser equivocada en la inte- 
gración de Europa y en dar los pasos, dentro de este Tra- 
tado, para conseguir tales objetivos. Y por esa razón me 
permito ante la Cámara, en nombre del Grupo al que ten- 
go el honor de representar, lanzar la idea y la sugerencia 
de que, junto a los debates del estado de la nación, se rca- 
lizara un debate anual en esta Cámara sobre el estado de 
la integración europea -independientemente del que se 
celebre en el Congreso- en el que, sin perjuicio de nues- 
tro interés por los grandes problemas nacionales porque 
somos una Cámara de representación nacional, pero dado' 
nuestro origen de representación territorial, veamos tam- 
bién, por la sensibilidad que muchos de nosotros tenemos, 
el efecto que la integración europea tiene en nuestras res- 
pectivas Comunidades Autónomas. Yo creo que el Gobier- 
no debe comprometerse a realizar un debate anual sobre 
esta materia y todos los grupos deberíamos solicitarlo. 

Señor Presidente, permítaseme decir para concluir que, 
en definitiva, el proyecto de comunidad europea es un 
proyecto de paz para superar pasados enfrentamientos. 
El proceso de integración es un fenómeno irreversible 
para satisfacción de todos. Repito que es un provecto de 

paz, es un proyecto de libertad y ,  yo diría, es un proyecto 
de razón, con el fin de que la razón y la reflexión presi- 
dan la solución de los múltiples problemas y confropta- 
ciones que existen a la hora de la integración entre Esta- 
dos y países librés. Debemos estar orgullosos cuando vol- 
vamos la vista atrás, a estos treinta y cinco años que ya 
tiene el proyecto de unidad europea, de cómo se han ido 
resolviendo estos problemas, cómo se están resolviendo 
mediante el proceso racional de analizar los problemas y 
encontrar la mejor solución para todos. 

Por esta razón, mi Grupo va a votar muy gustosamente 
a favor de ese proyecto. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Arespacochaga y Felipe): 
Muchas gracias, senor López Henarcs. Constará en acta 
su propuesta, independientemente de que hay un medio 
reglamentario para proceder a esa petición de compare- 
cencia y de discusión de nuestra integración europea. 

Por el Grupo Socialista tiene la palabra el señor Barrei- 
ro, por tiempo de diez minutos. 

El señor BARREIRO GIL: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, en nombre de mi Grupo Parlamentario, en 

esta segunda ocasión quiero celebrar muv gustosamente 
el hecho de que se haya realizado el debate con la fiel de- 
dicación de todos los grupos parlamentarios a ensalzar su 
importancia. Era absolutamente necesario que no se pa- 
sase de puntillas sobre el tema, como antes decía. 

La muerte del mundo curocéntrico en el siglo pasado 
hizo hacer una Europa obligada a pensar sobre sí misma. 
Hacía demasiado tiempo, quizá nunea, los europeos ha- 
biamos hablado de nosotros mismos. Esta es la prueba de 
que existimos, de que somos Europa. Estamos plantean- 
do el debate dentro de nuestros propios proyectos para 
hablar de algo que, hace no demasiado tiempo, nos era 
ajeno. Por tanto, hay un salto cualitativo importante en 
nuestros propios espíritus políticos. 

Voy a referirme a algunas cuestiones en concreto de lo 
dicho, que en realidad me sirven para cumplir con el de- 
ber de cortesía parlamentaria de utilizar el turno de por- 
tavoces, como han hecho sus señorías. 

Yo creo sinceramente, en nombre de mi Grupo Parla- 
mentario, que las insuficiencias que se recojan en el Acta 
Europea no deberían ser calificadas como un mal menor. 
N o  deberían tampoco ser objeto de desilusión, aunque 
sólo sea porque podemos tener en cuenta que partimos de 
mucho menos y ,  por tanto, es una puerta. De nosotros de- 
pende cruzarla o no; de nosotros depende cruzar el largo 
salón , d e  los intereses múltiples para llegar al  final. 

Por cierto, en el mundo europeo nos encontramos mu- 
chos y todos los Grupos de esta Cámara tenemos homó- 
logos políticos más allá de nuestras fronteras. Sería excc- 
lente que los homólogos políticos de S S .  S S .  recibieran 
sus discursos de hoy en esta Cámara y pudieran compro- 
bar cuán cierta es la unanimidad de los demócratas cspa- 
ñoles .en el impulso del concepto de Europa. Cuánta ale- 
gría recibiría mi Grupo Parlamentario de poder escuchar, 
en nombre de los homólogos de algunos de los Grupos 
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Parlamentarios que tomaron la palabra hoy en este deba- 
te, idénticos conceptos, idénticas voluntades cuando Ile- 
gue la hora de las negociaciones y de los debates en el es- 
pacio puramente europeo. (El  sefior Presidente ocupa la 
Presidencia.) 

Yo animo a SS. SS. a asumir el compromiso político de 
Europa no sólo aquí, como discurso político que pueda 
ser útil o no a la imagen pequeña y estrecha. de cada 
quien, sino en el espacio europeo mismo, abarcando a to- 
dos, a los que nos llaman ideológicamente una cosa, des- 
de el norte al sur. 

Quizá no es el momento -utilizaré tan sólo la benevo- 
lencia de la Presidencia- para decir que en algún instan- 
te me gustaría que el señor Trías i Fargas y yo tuviése- 
mos un debate acerca del concepto histúrico del mercado 
que yo he utilizado. Seguramente nos llevaría a coincidir 
en que no tenemos el mismo concepto utilitario del mer- 
cado, que yo no tengo una concepción única del mercado 
como instrumento de asignación de los recursos, tal- y 
como, por cierto, aprendí en algunas de las páginas escri- 
tas por el profesor Trías i Fargas, si se me permite utili- 
zar este título. En todo caso, esa discusión, que podría ser 
excesivamente profesional entre él y yo, estuvo en el fon- 
do mismo del debate de Europa y algunos históricos tex- 
tos que sirven de base a la ideología socialista fueron be- 
neméritos iniciadores de dicho debate. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Vamos a votar el proyecto. . 

Se inicia la v o t a c i h .  íParisa.) 

Efectuada la votucióii, dio el siguiente resiiltudo: Votos 
emitidos, 183; a fasor, 183. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unanimi- 
dad. y queda, pues, autorizado el Gobierno para compro- 
meterse a ratificar el Acta Unica Europea. 

INFORME DEL DEFENSOR DEL PUEBLO ANTE EL 
PLENO DE LA CAMARA 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a continuación al  in- 
forme del Defensor del Pueblo, quien- tiene la palabra. 

El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Ruiz-Giménez y 
Cortés): Con su venia, señor Presidente, excelentísimos se- 
ñores, señoras y señores Senadores, es justo que mis pri- 
meras palabras sean de agradecimiento y no por una 
mera razón de cortesía sino porque responden a una rea- 
lidad, que sin el apoyo de las Cortes, en este caso de esta 
Cámara, cuanto hace la Institución del Defensor del Pue- 
blo sería imposible. Agradecimiento, señor Presidente, 
por su presencia que  nos conforta y nos estimula. Agra- 
decimiento a todos los Grupos Parlamentarios, también 
a aquellos Senadores que pertenecieron a esta Cámara en 
la anterior legislatura y ante quienes tuve el honor de ex- 
poner lo esencial de nuestros informes. Y agradecimiento 

al  Gobierno por las respuestas, muchas de ellas positivas, 
a nuestras sugerencias y recomendaciones. 

En el texto escrito y distribuido entre SS. SS. hay una 
exposición extensa de las actividades de nuestra Institu- 
ción durante 1985. Ese informe tiene para nosotros una 
especial significación, porque el 31 de diciembre de ese 
año se cumplieron tres de nuestro mandato: es decir, ha- 
blando en términos universitarios, escolares, se superó la 
línea del Ecuador. Ese informe trata de hacer un balan- 
ce, lo más objetivo posible, de lo realizado por la Institu- 
ción concretamente en el año 1985, pero también de las 
herencias y los legados que nos venían de los dos anos 
anteriores. 

No quiero cansar la atención de SS. SS., en una sesión 
que sé que está cargada de otros quehaceres, con una ex- 
posición analítica. Lo hice ante la Comisión «ad  hoc», la 
de Relaciones con el Defensor del Pueblo, no hace muchos 
días, y ruego a los Senadores miembros de la misma que 
me disculpen si en algún punto necesariamente oyen co- 
sas que ya escucharon. Divido esta intervenciónn, lo más 
ceñida posible, en dos momentos. Uno se refiere a la es- 
tructura misma de nuestro funcionamiento, a la expericn- 
cia de la Institución como un instrumento, como un cau- 
ce de comunicación de tres dimensiones: comunicación 
con los ciudadanos y con los extranjeros que acuden a 
nuestras puertas, comunicación con los órganos de la Ad- 
ministración pública y comunicación principalmente con 
las Cortes, puesto que de ellas somos comisionados. 

Entrando en el contenido del informe, y no siendo po- 
sible ni pertinente extenderme en detalles, voy a hacer 
una selección de aquellas cuestiones que han sido, a nues- 
tro entender, más relevantes en 1985 y que, de alguna ma- 
nera, nos siguen impulsando en nuestro trabajo para el 
año 1987. Para ello tomo dos criterios. Uno, qué sectores 
de la población española acuden más frecuentemente a la 
Institución del Defensor. Pues bien, según los datos de 
1985 son los siguientes: El grupo de jóvenes, de dieciséis 
a veintiocho años, cuyas quejas representan el 24,54 por 
ciento del total, casi un 25 por ciento, y en el otro extre- 
mo, el grupo de las personas mayores, de la tercera edad, 
desde los cincuenta y ocho a los sesenta y ocho anos, con 
un 24,71 por ciento de qejas procedentes de esas perso- 
nas. Es decir, casi el 50 por ciento de las quejas que reci- 
bimos vienen de esos dos grupos. Me parece que es un cri- 
terio objetivo que define cuáles son las quejas que más 
les afectan. 

El segundo criterio es el de las materias objeto de las 
quejas. La pirámide de esas quejas tiene un primer esca- 
lón en el área de justicia. El área de justicia representa 
un 20 por ciento del total de las quejas. Advierto que en 
el área de justicia incluimos no sólo lo que se refiere a los 
procedimientos, a la administración propiamente de jus- 
ticia, sino también las quejas procedentes de los centros 
penitenciarios. Inmediatamente después viene la seguri- 
dad y el bienestar social o la acción social, un 14,4 por 
ciento; todo lo relativo a los funcionarios, un 10,5 por 
ciento; la educación, un 8,l  por ciento y el trabajo un 7 
por ciento.. 

También diferenciaré, finalmente, qué quejas se refie- 
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rcn a los dcrechos fundamentales de carácter cívico y po- 
lítico, los del Título 1, Capitulo Segundo de nuestra Cons- 
titución, y los derechos fundamentales económicos, socia- 
les y culturales del Capítulo Tercero que para nosotros tie- 
nen una especial importancia, entre otras razones porque 
aproxiinadainente un 70 por ciento de las que,jas admisi- 
bles, válidas, las que entran dentro de nuestra conipctcn- 
cia se refieren a estos derechos que llamaríamos dc .justi- 
cia social. 

Sobre el primer aspecto de i i i i  intervención he de decir 
que la comunicación con los adniinistrados, ciudadanos 
y tarribikri extranjeros radicados en Espana, 1x1 tenido las 
siguientes características durante el año 1985. Ha dismi- 
nuido el número de quejas que llegan a nuestra Iristitu- 
ción, aunque todavía estamos muy por encima de las de 
otros países europeos. Sin embargo, se ha ido reduciendo 
el número de quejas durante el año actiial, poquc se ha 
clarificado en la mente colectiva cuál es la verdadera ín- 
dole de nuestra Institución, qué facultades tenemos y cuá- 
les no tenemos, lo que hace que va los adniinistados acu- 
dan en menor número, no tan masivamente como duran- 
te los años 1983 y 1984. Sin embargo, me intcrcsa hacer 
dos anotaciones importantes. Una, que esto no disminu- 
ye el trabajo de la Institución. Aunque las quejas que nos 
llegan están más fundadas, más ajustadas y ,  por consi- 
guiente, nuestro deber nos mueve a formalizarlas ante la 
Administración, esta nos contesta, con lo cual la llegada 
de escritos procedentes de la Adniiiiistración y nuestras 
respuestas puede decirse que triplican el número de es- 
critos de nuestra Institución. Me interesa t a m b i h  decir, 
para que haya una visión ecuánime de lo que hace bien 
o no hace la Administración, que hay que tener en cuenta 
que a la Institución -esto es obvio, parece que es una vcr- 
dad de Perogrullc- acuden los enfermos, digo los enfer- 
mos «lato sensu., es decir, los que tienen alguna queja. 
Hay una masa cnorme de ciudadanos que n o  acude a 
nueslra Institución porque han resuelto sus quejas por lí- 
nea directa con la Administración. Parece justo que a la 
hora dc  evaluar nuestro informe se tenga en cuenta este 
coeficiente, que es un coeficiente rcductivo. En cambio, 
hay otro de carácter expansivo, v es que muchas quejas 
son de  colectivos; es decir, que aunque las tenemos regis- 
tradas como una sola responden a problemas que afectan 
a multitudes, v a veces a multitudcs realmente im- 
portantes. 

Pienso que se puede decir que nuestro informe realiza 
una labor clarificadora, puesto que pone en manos de las 
Cortes, t a m b i h  del Gobierno y, en general, de la opinión 
pública, lo que realmente hay de carencial, de insatisfac- 
torio en el orden de la legalidad, pero tambikn revela la 
disponibilidad del Podcr Ejecutivo para remediar esos 
errores cuando han sido comprobados y,  si,hay dificulta- 
des (que efectivamentt; a veces las hay para atendcr las rc- 
comendaciones de la Institución) se nos explican las ra- 
zones, normalmente de carácter presupuestario. Eso n o  
nos aquieta, puesto que nuestra obligación es seguir in- 
sistiendo en aquello que consideramos que es justo, aun- 
que de momento no pueda ser atendido con las consigna- 
ciones del presupuesto. 

Muv importante es tambikn la otra dimensión, nuestra 
comunicación o diálogo con los órganos de la Administra- 
ción pública. A lo largo de 1985 hemos podido detectar 
una mayor flexibilidad en nuestras comunicaciones escri- 
tas, v hemos ~ i sado  de algo que estimamos importante, 
que son las visitas personales a los estableciinientos pú- 
blicos: cárceles, centros penitenciarios, hospitales, ofici- 
nas cIc dipartnrnentos ministeriales, para tcnct- un conu- 
cimiento inás directo v iniis a fondo incluso de los cxpc- 
dientes, y no limitarnos a lo que se nos envía por escrito. 
Es tambikn positivo -y lo sc i i a l c t  una gradual supcr~i- 
cihn de pasividades o rcsistcncias en algunos servicios pLi- 

blicos que, en los dos primeros años, tuvieron diliculta- 
des para entrar en diálogo con la Institución del Dcfcn- 
sor, y algunos funcionarios en concrcto. Esto nos ha cxi- 
niido de tcncr que usar nuestra licultad dc instar. espc- 
dientes disciplinarios o dar cuenta al Fiscal General clcl 
Estado, si estimáramos que hay desobediencia. Sin cni- 
bargo, con la misma sinceridad hc de decir que aún que- 
dan algunos puntos negros en esos caminos, en esas carre- 
teras, v que no renunciamos, en modo alguno, si esas re- 
sistencias no se vencieran, a utilizar los procedimientos 
que he dicho. 

Por último. ct'co que en con,junto es tambiCn hvorablc 
el balance de sugerencias o recomendaciones que la Ad- 
ministración pública ha aceptado, y que constan cn el in-  
forme. Por consiguiente, en ello n o  me detengo. 

Completo este aspecto de nuestros contactos con la Atl- 
ministración pública desde el punto de vista de las rela- 
ciones con nuestros colegas, las figuras honiólogas de las 
tres Comunidades Autónomas donde funciona va un Dc- 
Icnsor del Pueblo de órbita regional; concretamente, en 
Cataluña, el ([Sindic de Grcugcs)>, con el c ~ i a l  tenemos una 
cooperación extraordinariamente cordial y I'ructifera; e1 
Defensor del Pueblo de Andalucía; v ya muv recietitemen- 
te, con la esperanza de aumentar esa colaboración cn los 
meses próximos, el Diputado del Común de Canarias. 

Finalmente, la comunicación del Defensor del Pueblo 
con las Cortes. Para nosotros eso es fundamental. i~ Ins- 
titución, como se ha dicho muchas veces, no  es una nia- 
gistratura coercitiva n i  es un tribunal. Es una magistra- 
tura -se señala por los autores- de persuasión, de con- 
veki'miento. Nuestra fucrza, nuestra autoridad moral y 
las posibilidades de que avance el trabajo de la Institu- 
ción está ligado a nuestra compenetración con las Cortes, 
al contacto, lo más frecuente posible, con la Comisitjn dc 
Relaciones del Defensor del Pueblo con la Institución. ~ 

Tengo que decir a SS. SS. que la Institución del Defen- 
sor no tiene un programa propio. Su programa es la Cons- 
titución y su modo de operar es la Ley Orgánica. Lo que 
condiciona nuestras actuaciones son las quejas que nos 
llegan de todos los ciudadanos. Es decir, es difícil que no- 
sotros hagamos previsiones de inmediato futuro. Nuestra 
obligación es atender todas las quejas que nos llegan, na- 
turalmente poniendo más el acento en aquellas que por 
SLI trascendencia o por el número de los reclamantes es- 
timamos que así lo merecen. Creo que de esta furnia con- 
tribuimos a que las Cortes cumplan lo que la doctrina 
científica más reciente señala como función de los parla- 
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mentos: no ser sólo parlamentos legisladores, sino tam- 
bién parlamentos supervisores de la actuación de’la Ad- 
minis tración pública . 

Entro en el segundo aspecto de mi intervención. Qui- 
siera señalar cuáles son los principales problemas de fon- 
do, de contenido, que hemos tenido que afrontar como 
consecuencia de que en las quejas se nos revelan infrac- 
ciones de derechos fundamentales. Diré brevemente que 
las quejas sobre derechos cívicos y políticos son muy re- 
ducidas. Es decir, las libertades públicas en España son 
ampliamente disfrutadas por nuestros conciudadanos, 
pero hay algunas que hacen referencia a ese Capítulo se- 
gundo del Título 1 de la Constitución. Sehalo éstas casi te- 
legráficamente. Quejas sobre el derecho a la nacionalidad, 
planteadas por algunos extranjeros, incluso por algunas 
comunidades importantes. Ahí tenemos el caso, siempre 
delicado y difícil, de las peticiones de nacionalidad espa- 
ñola de los musulmanes de Ceuta y Melilla. También te- 
nemos ¡as de iberoamericanos que se refugiaron en Espa- 
ña y de algunos trabajadores africanos y asiáticos que du- 
rante muchos años han vivido en España, legal o ilegal- 
mente, y que ahora plantean problemas de nacionalidad. 

El tema más amplio de los derechos.de los extranjeros 
en España fue abordado por nuestra Institución, precisa- 
mente el año pasado, con motivo de la Ley de Extranje- 
ría. Nos sentimos en la obligación de usar -lo hemos he- 
cho poquísimas veces- el recurso de inconstitucionali- 
dad respecto a la Ley de Extranjería, la Ley 711985, de 1 
de julio, por cuatro puntos de la misma. Nos preocupa y 
estamos en contacto con el Ministerio del Interior para 
que, puesto que la Ley se aplica, a pesar del recurso de 
inconstitucionalidad, como es lógico, se haga de la mane- 
ra más gradual y ecuánime posible. 

Nos han llegado denuncias de malos tratos -SS. SS. lo 
conocen por la prensa- en centros dependientes de au- 
toridades gubernativas y se nos ha pedido -por un escri- 
to del Presidente del Congreso de los Diputados en la an- 
terior legislatura- que vigiláramos la aplicación de la 
llamada Ley Antiterrorista, Ley Orgánica 911984, que se 
refiere al desarrollo del artículo 55.2 de la Constitución. 
Creo que lo hemos hecho con mucha serenidad y ponde- 
ración. He de añadir porque es justo, v lo dije ante la Co- 
misión de Relaciones con el Defensor del Pueblo, que en 
casos especialmente calientes de hoy, como son los casos 
de Angel Manzano, el sumario de «el Nani» o el del año 
pasado, el caso Zabalza, intervinimos con la mavor obje- 
tividad posible, poniendo a disposición del señor Minis- 
tro del interior y de las Cortes los informes que habíamos 
podido recoger, porque era vuestra obligación. Son pocos 
los casos que nos han llegado, pero, evidentemente, son 
especialmente delicados y sentimos la obligación de 
corresponder a la confianza de las Cories al ejercer esa 
función de supervisión. 

El número de quejas -ya lo he dicho antes- sobre la 
tutela efectiva de los derechos por los tribunales, es el ma- 
yor, y en este punto estamos actuando en contacto cada 
vez más cordial, fluido y de comprensión recíproca con el 
Fiscal General del Estado. Con arreglo a nuestra ley no po- 
demos -ni aspiramos a ello- supervisar directamente la 

actuación de un juzgado o de un tribunal, por el respeto 
a la independencia del Poder Judicial, pero sí tenemos la 
obligación, con arreglo a la ley, de ver si el trámite en el 
servicio público de la administración de justicia se reali- 
za sin demoras, sin anomalías y eso lo hacemos a través 
del Fiscal General del Estado o del Consejo General del 
Poder Judicial. Esto es especialmente importante, sobre 
todo en la jiirisdicción laboral -y lo saben SS. SS.- en 
la que en estos momentos hay una acumulación realmen- 
te preocupante de recursos de suplicación, más de 5 1 .O00 
en el Tribunal Central de Trabajo, que origina graves per- 
juicios, sobre todo a los trabajadores -también a las em- 
presas- que recurren cuando la sentencia para ellos fue 
favorable en Magistratura y se tarda cuatro o cinco años 
en resolver. Hay medidas tomadas ya por el Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial para remediarlo. Está la nueva 
Ley Orgánica del Poder Judicial, que hace desaparecer 
-sabido es por SS. SS.- ese Tribunal y lo descentraliza 
en otros órganos judiciales. 

Para concluir este aspecto que se refiere más a los de- 
rechos cívicos y políticos o que están, por lo menos, en el 
capítulo que les corresponde en la Constitución, diré algo 
sobre los defectos más frecuentes que hemos visto y que 
más erosionan las relaciones del ciudadano con la Admi- 
nistración pública. Estos defectos son: la falta de infor- 
mación suficiente en los Ministerios; la lentitud en los trá- 
mites; la falta de aseguramiento a veces y de puntualidad 
eii las notificaciones; abuso del silencio administrativo; 
no resolver la Administración, con lo cual los administra- 
dos tienen que agotar vías judiciales; resistencia, a veces, 
a cumplir criterios jurisprudenciales establecidos, por 
ejemplo, en materia laboral del Tribunal Central de Tra- 
bajo o de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo. La 
Administración sigue, a veces, resolviendo expedientes 
con arreglo a criterios que ya ha declarado improceden- 
tes la jurisdicción, con lo cual, se pierde mucho tiempo, 
se acumulan recursos ante los tribunales y se hace sufrir 
realmente a los administrados y también lentitud en la 
ejecución de las sentencias. 

Podría añadir algo más, pero el reloj es inexorable. Po- 
dría decir que también en materia de Administración lo- 
cal el número de quejas es importante, casi un 9 por cien- 
to de las mismas, y estamos muy en contacto con los ayun- 
tamientos. A veces, los ayuntamientos tardan en contes- 
tarnos, no sé si por la distancia o por dificultades de ase- 
soramiento, etcktera, pero seguimos avanzando. 

Por último, quisiera someter a la consideración de 
SS. SS. dos bloques de problemas que nos importan 
mucho. 

Primero, el bloque de derechos de los jóvenes. No po- 
demos olvidar que 1985 fue el Año Internacional de la Ju- 
ventud y que con ese motivo tuvimos un contacto muy es- 
trecho con las asociaciones -de muy distinta motivación 
ideológica- que representan a la juventud en España. Y 
ahí hemos podido apreciar defectos graves que se recogen 
en este informe y que también han sido objeto de reco- 
mendaciones y sugerencias al poder público. El derecho 
al trabajo y,  mientras no haya trabajo, medidas subsidia- 
rias de cobertura de los períodos de desempleo de los jó- 
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vcnes, dándoles una actividad, por ejemplo formación 
profesional, estudios, etcétera. Tratamiento de los jóvenes 
afectados por la difusión de las drogas, que es especial- 
mente grave y que exige no sólo las medidas preventivas, 
sino también medidas de tratamiento, ya que hay caren- 
cia e insuficiencia de instituciones públicas dedicadas al 
tratamiento de los drogadictos. Los derechos de los jóve- 
nes en el Servicio Militar; había un exceso de accidentes, 
incluso un número elevado de suicidios, pero para este 
tema hemos estado en contacto muy estrecho con el Mi- 
nisterio de Defensa y aprovecho para decir que el Minis- 
terio de Defensa es uno de'los Ministerios quc mejor con- 
testa a la Institución del Defensor, que ha aceptado más 
sugerencias y más recomendaciones. Quiero poner de ma- 
nifiesto también, por mi contacto con determinados 
barrios'(he visitado a instancias de unos Senadores miern- 
bros de esta Cámara dos barrios de Málaga y de Córdoba 
que me impresionaron mucho), el problema de las vivien- 
das, que afecta no sólo a los jóvenes, pero sí especialmen- 
te a los que tienen que empezar a constituir un hogar. 

En el otro extremo están los derechos de las personas 
mayores, de la tercera edad. Tuvimos ocasión de ocupar- 
nos de ellos especialmente en 1985, al promulgarsc la lla- 
mada Ley 26/1985 de Racionalización de la Seguridad So- 
cial, y sobre ello hicimos una recomendación al Gobier- 
no. Luego tuvimos conversaciones con los Ministros 
correspondientes. Me remito a lo que está en el informe 
para no cansar más la atención de sus señorías. Y las re- 
sidencias y hospitales de crónicos; he ahí un problema 
que afecta gravemente a las personas de la tercera edad, 
como también la cuantía de las pensiones. Son tres o cua- 
tro temas que serán objeto de nuestra atención especial 
en el año siguiente. 

Quedan algunos asuntos pendientes de la transición de- 
mocrática, pero sobre ello ya las Cortes y el Gobierno se 
están ocupando, como el tema de los oficiales de la UMD 
y algunos otros, los Alféreces de Infantería de la Acade- 
mia de  Toledo, el tema de algunas empresas periódisti- 
cas, todavía no resuelto, incautadas en el régimen ante- 
rior y no devueltas, salvo en el caso de «El  Liberal)) de Bil- 
bao, y alguna más. 

Concluyo agradeciendo a SS. SS., una vez más, su apo- 
yo, su comprensión y su estímulo, Nosotros somos plena- 
mente conscientes de las dificultades que tiene el Estado 
-y todos somos Instituciones del Estado- para atender 
y corregir los defectos que todavía se aprecian y encon- 
trar soluciones eficaces para esas quejas que nos revelan 
nuestros conciudadanos. Pero quisiéramos estar en la I í -  
nea de la que el hermoso preámbulo de nuestra Constitu- 
ción señala: ese horizonte de sociedad democrática avan- 
zada. Y para que se pueda hablar de una sociedad demo- 
crática avanzada, es preciso que los derechos económicos, 
sociales y culturales sean garantizados. Las libertades pú- 
blicas en España están garantizadas; en el proceso desde 
1976 aquí se han dado pasos extraordinariamente impor- 
tantes, pero en el orden económico, social y cultural pal- 
pamos diariamente, a través de nuestra Institución -y se 
refleja en nuestro informe-, la subsistencia de graves in- 
justicias, y ello para nosotros es un gran reto. Creo que, 

más allá de la crítica amarga o del desaliento, está nues- 
tra exigencia, como miembros de la Institución, de ser fie- 
les a los valores, a los principios constitucionales y a la 
esperanza que nuestro pueblo tiene en una paz en la que 
existan no sólo libertades, sino también igualdad y justi- 
cia. Permítaseme decir que esta es ,  en la perspectiva de 
1992, la otra gran olimpiada que España tiene que afrori- 
tar. 

Gracias, señorías. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Defen- 

¿Turno de portavoces? (Puusu.) 
Tienc la palabra, en primer lugar, el seiior portavoz dcl 

sor del Pueblo. 

Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos. 

El señor RENOBALES VIVANCO: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Senadores, como todos ustedes están en 
posesión del informe del Defensor del Pueblo, no se justi- 
ficaría aquí, al menos desde mi punto de vista, al entrar 
a analizar detalles particulares recogidos en cada una de 
las áreas que han sido pormenorizadas meticulosamente, 
algunas hasta quizá excesivamente, dentro del conjunto 
del informe. 

Sí quiero, sin embargo, hacer, al hilo de este informe, 
algunas reflexiones que su lectura me ha inspirado, por- 
que creo que estas consideraciones son las que deben, o 
al menos quisiera que así fuera, presidir la actuación de 
este Senador y de los Senadores que forman su Grupo. He- 
mos visto cómo la Institución del Defensor del Pueblo ha 
ido poco a poco introduciendo una singular pedagogía en- 
tre las Administraciones Públicas y los ciudadanos, es de- 
cir, todo el entramado, todo el tejido social en el cual tie- 
nen que tener vigencia nuestros derechos fundamentales 
e incluso, como decía el Defensor del Pueblo también, esos 
derechos que están recogidos en el Capítulo 11 del Título 
1 de la Constitución. Y se ha ido produciendo esa pedago- 
gía aumentando o, por decirlo así, poniendo de manifies- 
to cuáles son los verdaderos .valores ético-sociales que de- 
ben presidir el funcionamiento de una sociedad verdade- 
ramente democrática. 

Estos valores ético-sociales, que son, al final, los que 
nos motivan a cada uno personalmente, que motivan tam- 
bién a los Grupos, que, en definitiva, deben presidir todo 
el funcionamiento incluso hasta de estas Cámaras cada 
vez que tienen que legislar, estos valores, repito, son, por 
decirlo de alguna manera, esa parte profunda que apare- 
ce en el informe del Defensor del Pueblo y que debería- 
mos todos realmente considerar. 

Hoy les estoy hablando bajo la opresión de estos terri- 
bles acontecimientos que han azotado el País Vasco. El 
atentado de ayer, los atentados de anteayer, los secues- 
tros, las extorsiones, todo esto, que supone un azote, im- 
plica y pone de  manifiesto que hay todavía gentes, hay to- 
davía personas para las cuales estos valores ético-socia- 
les no tienen ninguna significación o ni siquiera existen 
para ellos. Obviamente, el aspecto más importante, más 
trascendental y el que a mí más impresión me ha produ- 
cido, es la lectura de la pormenorizada relación que hace 
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el Defensor del Pueblo de muchos casos, aun cuando no 
se centre especialmente en estos problemas de terroris- 
mo, porque, a través de ellos, aun en aquellos en los cua- 
les se vulnera el silencio administrativo, el funcionario no 
atiende bien al ciudadano que llega a una ventanilla, la 
Administración pública olvida la resolución de un proble- 
ma particular y concreto, aun en estos casos, repito, tarn- 
bien se están produciendo esas violaciones o vulneracio- 
nes que, si aparentemente no tienen la importancia que 
tienen las que acabo de mencionar anteriormente, sin em- 
bargo, contribuyen sobremanera a que realmente todavía 
la paz, la pacificación, la convivencia ciudadana no sea 
lo que debería ser en una sociedad verdaderamente de- 
mocrá t ica. 

Esta situación, que en alguna medida ha sido apunta- 
da  por el Defensor del Pueblo en su informe, y no la ha 
matizado como, desde mi punto de vista, me hubiera gus- 
tado que lo hiciera. 

Hay labores que el Defensor del Pueblo hace también 
con extraordinaria eficacia, sin embargo, en su informe 
no se acaban de mencionar. Me estoy refiriendo concre- 
tamente a esa tarea que, con una abnegación sin límites, 
y de acuerdo con el Gobierno del Estado y con el Gobier- 
no de nuestra Comunidad Autónoma, está haciendo para 
tratar de reinsertar socialmente, con renuncias a la vio- 
lencia y a la lucha armada a una serie de personas que, 
en tiempos, contribuyeron a que esta lucha armada se 
desarrollara. 

Creo que esta es también una labor importante y tras- 
cendente, porque, como les decía antes, estas personas Ile- 
gan ya a captar la existencia de toda esa axiología, de esos 
valores ético-políticos, de esos valores ético-sociales que 
son realmente el sustrato de nuestra sociedad. 

A travks del informe se observa también que no  sola- 
mente el desconocimiento de los valores. sino los defcc- 
tos estructurales que tiene todavía nuestra organización 
-vamos a llamarla en un sentido ampl io-  administrati- 
va, no han sido debidamente corregidos en una medida 
lo suficientemente amplia como para reducir el ámbito 
de vulneraciones, de quejas y de situaciones que no están 
de acuerdo con los principios de nuestra Constitución. 

Yo creo que esto nos debe hacer reflexionar. En una 
buena medida depende de las Cámaras fundamentalmen- 
te el ir modificando esta estructura e irla adaptando pre- 
cisamente a esta sociedad real que es en la que nos toca 
vivir. No legislar pensando solamente en ideologías, sino 
legislar pensando en esas demandas reales de este pueblo 
al cual nosotros le tenemos que dotar de los instrumen- 
tos necesarios y aptos para que no se produzcan esas si- 
tuaciones que el Defensor del Pueblo tiene que tratar, a 
veces, con excesiva prolijidad. 

Yo creo que es la lección más importante, o por lo me- 
nos la enseñanza más profunda, que al menos este Sena- 
dor ha conseguido sacar del informe del Defensor del Pue- 
blo. Conocer cómo realmente en algunas áreas de la Ad- 
ministración, sobre todo en la Administración de Justi- 
cia, todavía se siguen produciendo situaciones que proce- 
den de  carencias y que debería hacerse el esfuerzo nece- 
sario para superarlas, nos obliga a todos a que aportemos 

cuanto tengamos o sepamos para que todas estas caren- 
cias que superen y que este país llegue a ser lo que tiene 
que ser. 

Señorías, creo que si nos comportamos de esa forma, si 
cada vez que discutimos los proyectos de Ley y los textos 
legales sabemos dialogar sobre ellos (no olviden que el De- 
fensor del Pueblo dice en el preámbulo de su informe que 
la esencia de su labor está, fundamentalmente, en el diá- 
logo, pero no en un diálogo escrito, no en un diálogo sólo 
a través de enmiendas, sino en un diálogo directo, en un 
diálogo sincero, en un diálogo leal, en un diálogo en el 
que hagamos el esfuerzo de comprender el punto de vista - 
de quien dialoga con nosotros), creo que si todo esto lo ha- 
cemos, repito, posiblemente los futuros informes del De- 
fensor del Pueblo no llegarán a ser ni tan voluminosos ni 
nos producirán la sensación de que todavía nos falta mu- 
cho camino por recorrer. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Re- 

Tienc la palabra el portavoz del Grupo Convergencia i 
nobales. 

Unió. 

El señor VENDRELL 1 DURAN: Señor Presidente, se- 
ñorías, al fijar la postura de mi Grupo Parlamentario 
-Convergencia i Unió-, sean mis primeras palabras de 
agradecimiento al Defensor del Pueblo por su meritoria 
labor, de todos bien conocida, que una vez más se refleja 
en su informe anual remitido a las Cortes Generales 
correspondiente a la gestión realizada durante el año 
1985. Mi Grupo valora muy positivamente este informe, 
así lo manifestk ya en Comisión, y me place ahora reite- 
rarlo ante sus señorías en este Pleno. 

De su contenido cabe destacar como cualidad o nota ge- 
neral, a mi modo de ver, que no es nada triunfalista en 
lo que se refiere a la labor realizada por la Institución, 
pese a haberse consolidado y prestigiado en gran manera 
la institución del Defensor del Pueblo en estos tres años 
de su existencia. 

En el informe no se ocultan ciertas deficiencias todavía 
existentes; unas se van superando con el buen hacer de la 
institución, pero otras requerirían algunos retoques de la 
normativa vigente, como se pone de manifiesto en el pro- 
pio informe, cual es el caso, por ejemplo, de la convenien- 
te y necesaria inmediatez de relación que debiera haber, 
y no existe, del Defensor del Pueblo con el órgano de la 
Administración de Justicia, contra el que se dirige la que- 
ja formulada por un ciudadano, o la posibilidad, al me- 
nos, de acccso directo del Defensor del Pueblo al Consejo 
General del Poder Judicial. Esto no es hoy legalmente po- 
sible. Se hace a través, como saben SS. SS., del Fiscal Ge- 
neral del Estado, y de ahí que con razón, a nuestro modo 
de ver, en el informe se diga textualmente: «Parece indis- 
pensable una reforma de la Ley Orgánica reguladora de 
la Institución que permita, por lo menos, la tramitación 
directa al Consejo General del Poder Judicial de las que- 
jas en materia de Administración de Justicia, si se quiere 
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propiciar una actuación suficientemente eficaz del Defen- 
sor del Pueblo en tan fundamental materia.. 

Pero aunque el informe señala, como digo, ciertas defi- 
ciencias todavía existentes, tampoco puede decirse que 
sea pesimista. Es un informe reaiista, y lo es tambicn, so- 
bre todo, al darnos un cuadro fiel de cuál es la situación 
actual en España en todos aquellos aspectos por los que 
ha de velar la institución. Señala con objetividad los 
avances conseguidos y también las carencias aún existen- 
tes. Es, en todo caso, diría yo, una radiografía de cómo 
está la Administración Pública en España y la situacibii 
social de  aquellos aspectos más dolientes de esta situa- 
ción referentes a derechos económicos, sociales y cul- 
turales. 

Por lo que se refiere a derechos civiles y políticos, la rea- 
lidad de Espana hoy es ciertamente mucho más positiva. 
Recalcaba el Defensor del Pueblo en su intervención en 
este Pleno la necesidad de que no se produzcan más in- 
justicias en el terreno de lo económico, social y cultural. 

Asimismo, queremos destacar como muy positiva la ta- 
rea pedagógica que la Institución ha venido realizando, 
como muy bien recordaba también el señor Renobales 
hace unos momentos, esa labor pedagógica que la Insti- 
tución viene realizando de cara a los reclamantes y de 
cara a la Administración y sus funcionarios, según implí- 
citamente se desprende del contenido del informe, instru- 
yendo a unos y otros sobre las funciones y cometido del 
Defensor del Pueblo en el cumplimiento de la alta misión 
que la Ley y estas Cortes le tienen encomendada. 

Como en años anteriores, el informe hace una cuidada 
exposición de la actuación del Defensor del Pueblo en la 
tramitación de las quejas formuladas contra las diferen- 
tes áreas de la Administración, distinguiendo en ésta doce 
áreas. N o  vamos a entrar, naturalmente, en cl análisis de 
todas ellas, ni tampoco voy a hacerlo de alguna de ellas. 
Quiere mi Grupo centrar sólo la atención en este momen- 
to en una: el área de justicia. Y ello para resaltar -aun- 
que no dejan de preocuparnos otras situaciones cxisten- 
tes todavía en el quehacer diario de la Administración de 
Justicia y en otras áreas- para resaltar, digo, nuestra 
honda preocupación ante lo que me atrevería a llamar ese 
punto negro de entre los servicios públicos de la Admi- 
nistración, cual es el de la Administración de Justicia. Las 
razones de tal preocupación son evidentes y creo que a na- 
die se le escapan. Me limitaré a leer al respecto algunos 
párrafos del informe. 

El informe dice que el área con mayor número de que- 
jas ha sido -y lo ha dicho también el Defensor del Pue- 
blo hace unos momentos en su intervención en esta Cá- 
mara- por segundo año consecutivo el área de Justicia, 
que llega a recibir más del 20 por ciento de la totalidad 
de las quejas formuladas, con una progresión procentual 
clara en los tres anos de funcionamiento del Defensor del 
Pueblo: el 12,38 por ciento de las quejas en 1983; el 16,04 
por ciento en el ano 1984 y el 20,02 por ciento en 1985. 

No puede, Ciertamente, ignorarse -y sigo leyendo del 
informe- la loable actuación individual de muchos jue- 
ces y magistrados y otros excelentes profesionales de la 
Administración de Justicia para remediar los defectos. 

Pero es un dato firme que la lentitud en el funcionamien- 
to y otras anomalías semejantes han generado este ma- 
yor número de quejas ante el Defensor del Pueblo. Por 
ello, resulta imprescindible expresar inquietud ante la 
grave situación que genera el muy deficiente funciona- 
miento de la Administración de Justicia. Como fundamen- 
to de esta preocupación, no puede olvidarse que los jue- 
ces son precisamente los garantes más inmediatos y di- 
recto de los derechos de los ciudadanos y los que resuel- 
\.cn sus intereses en conflicto. Esta alta misión, que nues- 
tra Constitución atribuve a los miembros del Poder Judi- 
cial, exige que su actividad y los cauces a través de los 
cuales ésta se desarrolla sean eficaces. Por ello, las defi- 
ciencias en la prestación del servicio público de la Admi- 
nistración de Justicia producen repercusiones muy gra- 
ves en los derechos que nuestra Constitución reconoce a 
los ciudadanos. 

Después de la lectura de estos párrafos -por la que 
pido disculpas a los setiores Senadores que, sin duda, ha- 
brán leído el informe, pero que convenía destacar-, no 
creo que sea necesario decir más para resaltar la grave- 
dad del problema. Tampoco es el momento de criticar al 
Gobierno, ahora y aquí, en estas área de su gestión. Sub- 
rayo, simplemente, la triste realidad de una situación que 
todos lamentarnos, y tampoco creo que merezca la pena 
que se ponga de manifiesto, ahora y aquí, los avances o 
aciertos del Gobierno en dicha gestión, que los ha habi- 
do, ciertamente. N i  hablar, por ejemplo, de los incremen- 
tos presupuestarios que ha experimentado en los últimos 
años el área de justicia; todo esto es cierto y lo reconoce- 
mos. Reconocemos los esfuerzos realizados por el Conse- 
jo General del Poder Judicial y por el Ministerio, pero la 
realidad está en este informe, está en la calle. La realidad 
es que el área con mayor número de quejas ha sido -de- 
cíamos antes- por segundo año consecutivo -y así lo re- 
fleja el informe-, el área de justicia, que ha llegado a re- 
cibir más del 20 por ciento de la totalidad; es decir, de 
cada cinco quejas una es contra la Administración de Jus- 
ticia y ,  además, se ha experimentado una clara progre- 
sión porcentual, año tras año, de estas quejas en los tres 
últimos años. 

Por ejemplo, el número de asuntos pendientes -y es un 
dato importante al que se ha referido anteriormente el 
propio Defensor del Pueble- ante el Tribunal Central de 
Trabajo es sobrecogedor: 50.000 asuntos pendientes de re- 
solución, con recursos iniciados hace cuatro, cinco y seis 
años que aún no se han resuelto. 

En fin, señor Presidente, señorías, voy a terminar no sin 
antes hacer una breve reflexión. Creo que el informe anual 
que el Defensor del Pueblo remite a las Cortes Generales 
y la explicación o resumen verbal que del mismo hace en 
el Pleno de esta Cámara, el titular de la Institución, no 
sólo en materia de Justicia, sino en todo su contenido, ha 
de orientarnos tanto en el ejercicio de nuestra función le- 
gislativa como de nuestra función de control. A ello creo 
que se ha referido también el portavoz que me ha prece- 
dido en el uso de la palabra, el Senador Renobales. De 
nada serviría un canto general a la actuación del Defen- 
sor del Pueblo si no tomamos conciencia de aquello que 
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debe corregirse, y en la medida en que esté en nuestras 
manos corregirlo a través de nuestra función legislativa 
y de control. 

Próximamente habrá ocasión de tener muy presente 
esta reflexión, cuando llegue el momento de discutir los 
Presupuestos Generales del Estado, momento que consi- 
dero importante para tener muy presente todas aquellas 
áreas deficitarias en la Administración pública y en los 
derechos de los ciudadanos, para dotarlas en cantidades 
suficientes, para ir progresando en el camino de un Esta- 
do no sólo de Derecho, sino un Estado y un país en el que 
impere la justicia de los derechos humanos, de los dere- 
chos fundamentales en materias, especialmente, económi- 
ca, cultural y social. 

Finalmente, también quiero manifestar la satisfacción 
de nuestro Grupo por las excelentes relaciones de coope- 
ración que existen entre el Defensor del Pueblo y el «Sin- 
dic de Greuges» de Cataluña, al que se ha referido el De- 
fensor del Pueblo en su comparecencia en este Pleno de 
la Cámara. 

Nada más, y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Vendrell. 
Tiene la palabra el señor portavoz de la Agrupación de 

Senadores del Partido Demócrata Popular, dentro del 
Grupo Mixto. 

El señor ULLOA VENCE: Señor Presidente, señoras y 
señores Senadores, acabamos de oír el informe del Defen- 
sor del Pueblo del año 1985, y en relación con este infor- 
me la Agrupación de Senadores del PDP desea, como los 
demás Grupos, hacer algurias consideraciones. 

En primer lugar queremos dejar constancia de la satis- 
facción que nos produce la consolidación de la figura del 
Defensor del Pueblo, de esta Institución, a lo largo de los 
casi tres anos de su existencia. Esta figura es un instru- 
mento de intercomunicación o de mediación entre los ad- 
ministrados y los distintos órganos de la Administración 
Pública, y bien está que tengamos un índice de materias 
que son objeto de reclamación o de queja cada año para 
darnos cuenta de hasta qué punto la Administración Pú- 
blica cumple con la función que tiene encomendada y de 
acuerdo con los deseos de los ciudadanos. 

Según acabamos de oir en el informe y a través del nú- 
mero de quejas, vemos que este número de quejas va dis- 
minuyendo en los tres años de existencia del Defensor del 
Pueblo: de 30.700, en el año 1983, pasa a 24.500, en 1984 
y, en el año 1985, son 17.000. Esto quizá refleje un mejor 
conocimiento por parte del pueblo de lo que es y repre- 
senta la Institución del Defensor del Pueblo. Así se va evi- 
tando ese 40 por ciento de quejas que señalaba el señor 
Defensor del Pueblo como quejas que se hicieron durante 
el primer año al Defensor del Pueblo y cuyo destinatario 
no debería ser esta Institución. Ahora se va afinando más 
en lo que se reclama al Defensor del Pueblo porque se tie- 
ne un conocimiento mejor de lo que es la institución. 

También es optimista la referencia de que determina- 
dos servicios públicos han generado menos quejas porque 
han funcionado mejor, y es justo serialarlo, pero igual de 

claro es el informe cuando dice que, en los comportamien- 
tos de la Administración Pública, quedan aún pasivida- 
des, resistencias y aspectos deficitarios que es preciso ir 
superando. 

Me adelanto a decir que los Senadores del PDP apoya- 
rán cualquier acción parlamentaria para vencer estas re- 
sistencias y pasividades y a lo largo de esta legislatura se 
proponen pedir la comparecencia ante la Comisión del 
Defensor del Pueblo de aquellas instituciones o personas 
que, a nuestro juicio, no están respondiendo todo lo posi- 
tivamente que es de desear a los requerimientos del De- 
fensor del Pueblo. 

Debo decir que nos preocupa el hecho de que el 25 por 
ciento aproximadamente de las quejas provienen de jóve- 
nes entre 18 y 28 años y casi otro 25 por ciento corres- 
ponde a la tercera edad, entre 58 y 70 años. Con arreglo 
a esto se podría decir que la población más necesitada de 
ayuda por parte de la Administración es justamente la 
peor tratada. Nos preocupa también el hecho de que apa- 
rezca la educación como motivo del 8 por ciento de las re- 
clamaciones, aumentando respecto de años anteriores, o 
que la justicia -con más del 20 por ciento, como aquí se 
dijo por anteriores intervinientes- siga siendo la prime- 
ra destinataria de las quejas. 

En un resumen primero del informe podemos observar 
que se dan en general las mismas quejas y por idénticas 
personas o grupos sociales. Parece como si no avanzára- 
mos en la solución de los problemas, o al menos de cier- 
tos problemas, lo cual resulta efectivamente preocupan- 
te. Claro que es justo distinguir entre problemas cuya so- 
lución exige un presupuesto -que siempre ha de ser es- 
cas+, como por ejemplo el tema de las pensiones, que 
no podemos pensar que se vaya a resolver en un año, úni- 
camente por formular una queja, de aquellos otros pro- 
blemas en que lo que se exige es una voluntad política de 
la Administración. A estos problemas planteados en mu- 
chas quejas que exigen sobre todo una voluntad política 
por parte de la Administración que sea, no sólo de la Ad- 
ministración Central del Estado, sino de las administra- 
ciones autonómicas, de los municipios, a estas quejas, re- 
pito, quería referirme especialmente en la última parte 
de mi intervención. 

Dice el Defensor del Pueblo que se observa resistencia 
por parte de algunos órganos de la Administración a apli- 
car criterios jurisprudenciales. Cuando hay sentencias 
claras y reiteradas de los Tribunales sería lógico pensar 
que al llegar nuevos expedientes en los que se plantea la 
misma cuestión, sean resueltos por la Administración de 
acuerdo con aquellas sentencias. Sin embargo, no se hace; 
se obliga a los ciudadanos a ir a los Tribunales cuando po- 
dría resolverse su caso con arreglo al criterio ya sentado 
por la Magistratura o la Sala de lo Social. Esto crea atas- 
cos en la Justicia y además es realmente injusto. La Ad- 
ministración debería prever la incidencia económica de 
estos casos y resolverlos sin más trámite. 

Otros motivos de queja que aparecen muy numerosos 
en el informe es la lentitud en la ejecución de sentencias 
de los tribunales, muchas veces debida no tanto a los mis- 
mos tribunales como a la falta de previsión de la Admi- 
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nistración que no dispone de cantidades necesarias en los 
presupuestos para hacer frente a estos gastos. 

Un tercer aspecto que quería tambi6n resaltar es el que 
decía el señor Defensor del Pueblo: el abuso del silencio 
'administrativo. La Agrupación de Senadores del PDP se 
propone hacer un seguimiento de esta cuestión que real- 
mente creemos que es poner el dedo en la Ilag- 'I . v crec- 
rnos que es necesario corregir. 

Un cuarto aspecto es la imprevisión del gasto en las ex- 
propiaciones, cn perjuicio de los expropiados; se tnrda a 
veces lustros en cobrar cantidades acordadas entre las 
partes o va falladas las valoraciones por los Jurados Pro- 
vinciales de expropiación. Parece lógico que en estos ca- 
sos los presupuestos prevean estas cantidades y sca posi- 
ble hacer los pagos en el momento adecuado. 

Respecto a temas de educación es preocupante el hecho 
de que hay muchos estudiantes, cada VCL más, que ha- 
biendo superado la selectividad no tienen plaza en la U n -  
versidad para estudiar lo que desean. En esto parece que 
no sólo no se avanza, sino que, al parecer, se rctroccdc. 

Nosotros queremos llamar la atención sobre este punto 
que nos parece importante porque incide en uno de los de- 
rcchos fundamentales del ciudadano, que es la educación, 
y en la libertad que cada uno tiene dc estudiar lo que le 
parece más adecuado. 

En cuanto a los jóvenes, ya sabemos que resolver el pro- 
blema del empleo no es nada fácil y no vamos a pedir a 
ningún Gobierno, y tampoco a éste, que intente rcsolver- 
lo en un presupuesto o en una legislatura. pero el Defen- 
sor del Pueblo señala ciertas vías para otros problemas 
de los jóvenes, otros problemas que afectan a los jóvenes 
y que nosotros apoyamos, como son ampliar las presta- 
ciones a los jóvenes que no han tenido nunca empleo, de 
acuerdo con la Lev 2 de agosto dc 1984, o cstablecei al- 
gún tipo de instituciones públicas para tratamiento de 
drogadictos, ahora encomrndados únicamente a institu- 
ciones privadas, que pueden cumplir quizás bien esta iun- 
ción, pero no como las instituciones públicas; o bien otra 
circunstancia que señala el informe del señor Delensor del 
Pueblo, que es separar los delincuentes toxicómanos en 
las cárceles de aquellos que no tienen esa circunstancias. 

En resumen, señor Presidcnte, nosotros agradecemos el 
informe del sciior Defensor del Pueblo, que nos refresca 
la memoria acerca de cuáles son los problemas que el pue- 
blo encuentra insolubles por otras vías y ,  en nuestra ac- 
ción parlamentaria, nos proponemos colaborar con esta 
Institución para un mejor cumplimiento de sus lirics. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Tiene la palabra cl señor Portavoz del Grupo Mixto, se- 

ñor Dorrego. 

El señor DORREGO GONZALEZ: Señor Presidcnte, sc- 
ñorías, acabamos de oír con gran satisfacción la prcsen- 
tación del Informe que ha elaborado el Defensor del Pue- 
blo, y lo acabamos de oír con gran satisfacción porque es 
un informe sistemático, ordenado v exhaustivo; pero hay 
algo que se dice en el mismo que yo quiero resaltar y que 

para mi casi justifica el hecho de la propia existencia de 
la Institución, y es cuando ha dicho el señor Defensor del 
Pueblo que ante los problemas surgidos con la Adminis- 
tración y las resistencias surgidas contra la Administra- 
ción ha utilizado eri todo momento el diálogo, la compren- 
sión, la insistencia para resolver estos problemas, hacien- 
do pocas o ninguna vez uso de sus facultades sancionado- 
ras o de sus Facultades penales. Creo que es en este senti- 
do donde la Institución va a tener posiblemente una máxi- 
ma eficacia. 

N o  vamos a insistir -y voy a intentar ser muy breve- 
en cuáles son los  tenias en los que la España real. mani- 
festada en el inl'orme del Defensor dcl Pueblo a través de 
las quejas, se separa en algunos casos de la España oficial. 

Se ha hablado mucho de la Administración de Justicia. 
Yo creo que se ha dicho casi todo de la Administración 
de Justicia, pero hay algo que, a mi juicio, no se ha di- 
cho, ? es que gran parte del colapso que tienen los Tribu- 
nales de Justicia, fundamentalmente los laborales y los 
contencioso-administrativos, se deben al empecinamien- 
to, muchas veces de otras administraciones públicas, en 
insistir ante los mismos tribunales, porque, por ejemplo, 
cuando se plantea un problema de reclamación colectiva 
y gana uno de los individuos que plantean dicha reclama- 
ción colectiva, la Administración no hace automática- 
inente uso de la facultad de concederle lo que los tribu- 
nales han dicho en la sentencia v tienen que ser todos y 
cada uno de los miembros del colectivo los que vayan a 
esos tribunales. Eso, señores, produce una grave digresión 
en el funcionamiento de la Justicia. Yo creo que todas las 
administraciones públicas tienen obligación de ayudar y 
colaborar en que esa Administración de Justicia sea más 
eficaz. 

El segundo problema que plantea el Defensor del Pue- 
blo es e l  de que realmente no podemos ser triunfalistas, 
porque en muchos casos los políticos somos dados a pen- 
sar que los problemas están resueltos. Ante la cantidad 
de qucjas del sector ,juvenil y ante la cantidad de quejas 
dc la tercera edad, tenemos que pensar que dos sectores 
importantes de la sociedad española, los que están en ex- 
pectativa de realización y los que tienen un «curriculum» 
de una vida de trabajo, no están contentos con la situa- 
ción y tendrá que ser un esfuerzo de todos. N o  vamos a 
utilizar cl informe como arma arrojadiza al Gobierno, 
pero sí tenemos que mentalizarnos de una cosa importan- 
te: que todos tendremos que colaborar para que esas in- 
justicias sociales que perviven todavía, dejen de existir. 
Esa scrá una labor, en muchos casos, de las Cortes, será 
una labor, en muchos casos, del Ejecutivo, pero, en defi- 
nitiva, yo creo que es  una labor de todos. 

Como se está alargando excesivainente la sesión y casi 
todo se ha dicho en relación con el Defensor del Pueblo, 
voy a acabar diciendo algo que creo que es importante. 
En el pluralismo del poder se encuentra la libertad, y la 
Institución del Defensor del Pueblo es la instauración en 
un sistema democrático de un poder, aparte del tradicio- 
nal, que sirve de termómetro, que sirve de radiografía de 
la sociedad, de los problemas reales que tiene la sociedad 
y si no hiciksemos caso de ese informe, si no h i c i k m o s  
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caso de esa radiografía, estaríamos perdiendo el tiempo 
en las Cámaras en todo momento. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Dorre- 

El Portavoz del Grupo Popular, señor Blázquez tiene la 
go. 

palabra. 

El señor BLAZQUEZ SANCHEZ: Senor Presidente, se- 
ñoras y señores Senadores, en primer lugar, quiero ma- 
nifestar, en nombre de mi Grupo, nuestro agradecimien- 
to y nuestra felicitación al señor Defensor del Pueblo por 
el magnífico informe que hoy ha presentado a esta Cáma- 
ra. Esta felicitación la hago extensiva a sus adjuntos y co- 
lab&adores. Yo, personalmente, y nuestro Grupo hemos 
sacado unas conclusiones de la intervención del señor 
Ruiz-Giménez, tanto en la Comisión como hoy ante la Cá- 
mara. El nos ha puesto de manifiesto que la Institución 
del Defensor del Pueblo, en los poco más de tres años que 
lleva de andadura, es algo que ya por sí mismo da conte- 
nido a nuestro caminar democrático: pero también, seño- 
rías, no es menos cierto que si de.verdad queremos pro- 
fundizar en la consolidación de las libertades de los indi- 
viduos y queremos salvaguardar sus deberes y sus dere- 
chos frente a todas las irregularidades que hoy se han ma- 
nifestado en el informe del Defensor del Pueblo, debemos 
todos dotar a la Institución de los mecanismos necesarios 
para que su labor cumpla eficazmente con los altos co- 
metidos que tiene encomendados. 

Para nosotros es preocupante ver cómo en los sucesivos 
informes, tanto de este año como de años anteriores, el 
Defensor del Pueblo señala y reitera una serie de actitu- 
des de clara resistencia y entorpecimiento por parte de al- 
gunos sectores de la Administración a su labor informa- 
tiva.  Esto es preocupante por un doble motivo: primero, 
porque nos demuestra que por parte del Gobierno no se 
han corregido esas actitudes denunciadas reiteradamen- 
te y,  segundo, porque nosotros consideramos que, como 
consecuencia de lo anterior, puede resultar gravemente 
dañada la imagen, el prestigio y la credibilidad que en 
nuestra sociedad ha conseguido la Institución del Defen- 
sor del Pueblo. 

Hemos oído decir hoy aquí, en esta Cámara, al señor 
Ruiz-Giménez que la Institución del Defensor del Pueblo 
no tiene poder coercitivo pero también le hemos oído de- 
cir que su autoridad tiene que ser moral y que esa auto- 
ridad moral se la da el respaldo de las Cortes Generales. 
Nosotros estamos seguros, y él lo sabe, de que cuenta con 
ese respaldo, pero a nosotros nos preocupa enormemente 
que su labor y las sugerencias que ha venido haciendo a 
lo largo de más de tres años, no se traduzcan en un com- 
promiso de estricto cumplimiento por parte del Gobierno. 

Es lógico que no esté en nuestro ánimo convertir este 
informe en un arma contra el Gobierno, ni muchísimo me- 
nos, pero, como Grupo Parlamentario, consideramos que 
es una obligación que tenemos, decirle que este segui- 
miento lo vamos a hacer para ver si se cumplen estas su- 
gerencias que nos ha hecho el Defensor del Pueblo o que- 

dan reducidas a unas declaraciones de buenas inten- 
ciones. 

El Defensor del Pueblo, con objetividad e imparciali- 
dad y con la sutileza que le caracteriza, ha dicho que quie- 
nes con mayor frecuencia acuden con sus quejas a él, son 
quienes por su edad, por su condición cultural o por SU 

condición económica, se sienten más débiles y más des- 
protegidos. Vemos, en primer lugar, que el mayor núme- 
ro de quejas corresponde a la tercera edad, con un 25 por 
ciento, y a los jóvenes, con otro 25 por ciento. 

Ante estos datos, nosotros llegamos a la conclusión de 
que los pensionistas tienen graves problemas al final de 
una vida de trabajo y de dedicación a la sociedad, y que 
los jóvenes no encuentran ningún tipo de facilidades a sus 
iniciativas laborales o a sus iniciativas vocacionales. 

En segundo lugar, nos ha llamado la atención la pro- 
cedencia de las quejas. El las clasifica en urbanas y rura- 
les. Las quejas urbanas han sido, exactamente, de un 66,3 
por ciento y las quejas rurales, de un 33,7 por ciento: es 
decir, un 50 por ciento menos de quejas rurales que ur- 
banas, y esto a nosotros nos llama la atención. Nosotros 
pensamos que esto es debido a una falta de voluntad in- 
formativa a nivel del Estado de llevar la figura del Defen- 
sor del Pueblo a un conocimiento exhaustivo de todos los 
ciudadanos: en otras palabras, yo personalmente, y creo 
que ninguna de SS. SS., hemos visto en Televisión Espa- 
ñola ni en ningún medio de comunicación estatal una sola 
cuña publicitaria, un solo mensaje institucional, ni un 
simple folleto divulgador de la figura del Defensor del 
Pueblo. Nosotros hacemos esta reflexión ante esta Cáma- 
ra. Creemos que la figura del Defensor del Pueblo debe 
ser mucho más conocida en todos los ákbitos y en todos 
los rincones: 66 por ciento de quejas a nivel urbano, 33 
por ciento a nivel rural. (El sefior Vicepresidente, Rodríguez 
Pardo, ocupa la Presidencia.) 

Hemos visto cómo la Administración de Justicia no fun- 
ciona. Se ha dicho reiteradamente en esta Cámara. Noso- 
tros estamos seguros, y el Defensor del Pueblo así lo ha 
manifestado, que no es por falta de competencia o dedi- 
cación de los funcionarios, sino que es por falta de me- 
dios y pensamos que sí está en manos del Gobierno dar 
alguna solución a esto. 

Se nos ha dicho que el sistema de pensiones sigue sien- 
do insuficiente, que son largos y complejos los trámites, 
y también está en manos del Gobierno buscar alguna so- 
lución. Hemos visto que en el área de cultura las quejas 
sbn numerosas. Se nos ha dicho hoy aquí también que en 
la Sanidad pública se siguen produciendo los mismos de- 
fectos que existían antes de la tan anunciada Ley de Sa- 
nidad, que siguen existiendo largas listas de espera en los 
hospitales de la Seguridad Social, que sigue habiendo lis- 
tas de espera para internamientos, para intervenciones, 
para consultas, y creemos que esto también tiene alguna 
solución, porque todos sabemos que existen hospitales pú- 
blicos, de Diputaciones o de otras instituciones, que es- 
tán infrautilizados, y que hay un gran número de camas 
vacantes. Estas listas de espera pueden tener alguna 
solución. 

Podríamos hacer un análisis exhaustivo del informe, 



- 104 - 
SENADO 29 DE OCTUBRE D E  1986.--NüM. 6 

pero SS. SS. ya lo conocen y sería entrar en repeticiones 
de cuanto se ha dicho hoy ante esta Cámara. 

En definitiva, señoras y señores Senadores, el informe 
que hoy nos ha presentado el Defensor del Pueblo nos está 
diciendo que queda mucho por hacer, que se siguen pro- 
duciendo situaciones de grave insolidaridad y que existen 
graves deficiencias administrativas. Ante todo esto, noso- 
tras no podemos ni debemos cruzarnos de brams, siiio 
todo lo contrario. Debemos hacer un seguimiento puntual 
de todas las deficiencias apuntadas en el informe, prestar 
nuestro apoyo incondicional al Defensor del Pueblo y pc- 
d i r  la comparecencia ante esta Cámara de todos aquellos 
sectores de la Administración que, como él ha dicho, si- 
guen poniendo trabas a su labor informativa. 

Para terminar, señorías, nosotros nos ratificamos en 
nuestro agradecimiento y felicitación al Defensor del Puc- 
blo y a sus colaboradores, a la vez que le aseguramos el 
esfuerzo y la dedicación de nuestro Grupo, con cuya co- 
laboración puede contar, para, todos juntos, buscar solu- 
ciones que permitan resolver las reivindicaciones que nos 
pueda demandar la sociedad y que, como hemos visto por 
el informe, son muchas. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rodríguez Pardo): El Por- 
tavoz del Grupo Socialista tiene la palabra. 

El señor ALAVA JIMENEZ: Señor Presidente, señorías, 
en el acto de presentación ante esta Cámara del informe 
anual del Defensor del Pueblo, en nombre del Grupo So- 
cialista, quiero manifestar nuestras felicitaciones, que 
unimos a las del resto de los Grupos, por el informe pre- 
sentado a las Cortes Generales. 

Deseamos, señor Presidente, felicitar a la Institución 
del Defensor del Pueblo, porque despuks de haber estu- 
diado y valorado el detallado informe que hoy se nos pre- 
senta, hemos comprobado, con enorme satisfacción por 
pacte de nuestro Grupo, que la Institución, que era rcal- 
mente novedosa en  nuestro país, está arraigando cada vez 
con más fuerza en el pueblo, lo cual viene a colaborar efi- 
cazmente en la cxtensión y profundización de la dcmo- 
cracia, sirviendo y haciendo de mediación v iacilitarido el 
diálogo entre la Administración y los ciudadanos. 

Decir, también, que, a nuestro juicio, hemos compro- 
bado por el informe que la Ins t i tuc ih  está consolidándo- 
se a nivel organizativo, de modo que la atención prestada 
a los ciudadanos es  cada vez más fluida, más eficaz, más 
directa, encontrando por nuestra parte acertada la acti- 
tud de  acercamiento, contacto directo y visitas a las afec- 
tados, de modo que el conocimiento de los problemas es 
mejor y más directo cada día. 

Eii relación con las quejas presentadas es importante 
decir que muchas de  las que fueron expuestas el ano pa- 
sado han encontrado acogida por parte de la Administra- 
ción y se les ha dado cauce de solución por medio de su 
incorporación a la legislación, decretos, etcétera; solucio- 
nes que han sido dadas por la atención que la Adminis- 
tración presta a las sugerencias que el Defensor del Pue- 
blo realiza. 

' 

A travcs tambikn de la lectura del informe y de la ex- 
posición realizada por el Defensor del Pueblo, comproba- 
mos con enorme satisfacción que progresivamente cstri 
disminuyendo cl número dt. quejas, en  una línea clara- 
mente descendente respecto, por ejemplo, a las de los años 
1983 y 1984, representando las presentadas en el año 1985 
un 80 y un 55 por ciento menos que en las planteadas en 
los años anteriores, como he dicho. 

Para nuestro Grupo quizá esto no significa que los pro- 
blemas se han resuelto, sino que puede significar que exis- 
te una mavor madurez cn el pueblo español, dado que las 
quejas recibidas están cada vez más en consonancia con 
los ob,ietivos de la Instituciún. 

Es importante señalar que, según el informe -y esto 10 
anota el informe, señorías-, el 90 por ciento de las que- 
,jas han sido atendidas, lo que demuestra, a nuestro jliicio 
y efectivamente se anota en el informe, que persisten ac- 
titudes v resistencias que dificultan la labor de la Insti- 
tución del Defensor del Pueblo; pero tambicn es cierto que 
el informe dice que tales actitudes son excepciones de la 
regla v ,  por tanto, minoritarias en la Administración, la 
cual está demostrando -tarnbiCn lo dice el informe- una 
creciente sensibilización y una creciente disponibilidad 
hacia la Institución, como queda reflejado en el informe 
que todas las señorías tiencn en su poder. 

De todos modos 10 que si quiero afirmar, y con toda ro- 
tundidad, es que este Grupo Socialista cstari  siempre, 
junto al Gobierno que apoya, en la línea de colaborar, leal 
y claramente, con el Defensor del Pueblo, con diálogo sin-  
cero, en favor de encontrar fórmulas más acordes para so- 
lucionar y dar acogida a las sugerencias que el Defensor 
del Pueblo realiza a la Administración pública. 

Este Grupo Socialista, sin duda, comparte la preocupa- 
ción que en el informe se detalla reconociendo que hay fa- 
llos en la sociedad, que hay lzillos en la Administrdción, 
que deben corregirse v que responden a una organización 
realmente injusta de la sociedad, pero que en este cami- 
no y actitud de buscar soluciones está este Grupo v el Go- 
bierno que apoya v que, en este sentido, será bueno resal- 
tar que el informe reconoce un avance inuv importante y 
que cada vez es mayor el número de recomendaciones y 
sugerencias elevadas al Gobierno, que este recoge, como 
va hc dicho anteriormente. Esto quiere dccir que el Go- 
bierno presta intercs y colaboración a la institución, y ello 
se traduce en una rcal colaboración institucional, de la 
cual se hace eco el informe. 

Por nuestra parte, insistimos en el reconocimiento de 
defectos, resistencias v actitudes, que, como aquí se ha di- 
cho, hemos de intentar corregir entre todos. 

Acercándonos al informe, se observa que hav quejas 
muy numerosas e importantes. En cada período se apre- 
cia que los fallos no corresponden al mismo sector de la 
Administración, es decir, que esos fallos son cambiantes. 
Concretamente, en el informe del año 1985, el tema de la 
Administración de la justicia es el que ha suscitado ma- 
yor número de quejas. A nuestro juicio, esto puede demos- 
trar que el informe pone el dedo en la llaga y retleja con 
viveza y frescura los retrasos que se producen en este 
avance, por una sociedad que está en pleno desarrollo. Ló- 
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gicamente se producen desajustes que refleja ia'institu- 
ción, que ella, nosotros los parlamentarios, v todos debe- 
mos procurar corregir para llegar a esa democracia avan- 
zada, que aquí ya se ha dicho todos deseamos. 

Como he señalado anteriormente, las quejas más nume- 
rosas de las que se hace eco el informe -algunos intervi- 
nientes ya lo han recalcado- han sido las relativas a la 
Administración de la justicia, que ha acaparado el 20 por 
ciento de las quejas. En este sentido, nuestro Grupo de- 
sea manifestar que está claro que la Administración de 
justicia en España no responde todavía a los ideales v ne- 
cesidades que una socicdad democrática requiere, y así lo 
reconocemos. Pero, tambicn es de justicia reconocer que 
inercias v actitudes acumuladas durante largos años n o  
pueden ser cambiadas rápidamente por la acción de tres 
años v medio de Gobierno socialista. 

De todos modos, debe quedar claro el interés demostra- 
do por.el actual Gobierno para poner soluciones a este 
problema. En este sentido, se puede asegurar que se han 
producido importantes mejoras en este sector de la Ad- 
ni i n i s t ración. 

El Gobierno ha realizado, sin duda, un importante es- 
fuerzo en mejorar la Administración de justicia. En este 
orden, se han producido, por ejemplo, incrementos de los 
presupuestos destinados al Ministerio de Justicia que, en 
el período comprendido entre 1982 y 1986, se pueden ci- 
frar en un aumento de más del 85 por ciento. 

ditos para inversión de estos últimos cuatro años superan 
a los créditos destinados en los anteriores nueve años. Asi- 
mismo, que los créditos para gastos de funcionamiento en 
el mismo tiempo, durantc estos últimos cuatro años, su- 
peran los destinados para cstas atenciones a los veintidós 
años anteriores, es  decir, desde 1960 a 1982. También se 
puede decir que son más del triple de los presupuestos 
destinados en los cuatro años anteriores, es decir, de 1979 
a 1982. 

En otro orden de cosas, desde que el Gobierno socialis- 
ta está gestionado a la Administración de este país, desde 
diciembre de 1982 a mayo de 1986, se han puesto en fun- 
cionamiento 262 órganos judiciales, lo que resulta un pro- 
medio de  siete órganos al mes, en ese período de tres años 
v medio. En este sentido, habrá que reconocer que, efec- 
tivamente, se ha prestado una atención importantísima a 
este sector de la Administración de justicia. 

A nuestro juicio, pues, el informe debe motivarnos a 
realizar un estudio detallado del mismo, en las Comisio- 
nes o en los ámbitos que correspondan, y a que todos los 
Grupos ofrezcan iniciativas parlamentarias. Es ahí don- 
de todos nos encontraremos colaborando en la búsqueda 
de soluciones. 

Finalizo, señor Presidente, manifestando que nustro 
Grupo entiende que la gestión que nos ha presentado el 
Defensor del Pueblo está cumpliendo con los objetivos 
para los que fue creada la institución. Por ello, mi Grupo 
hace una valoración positiva de la Memoria anual del De- 
fensor del Pueblo, al cual reiteramos nuestro apoyo y co- 
laboración en esa labor que, como he dicho antes, enten- 
demos es de profundización y extensión de la democracia. 

Para aportar más datos, podemos afirmar que los cré-' 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Rodríguez Pardo): Mu- 

Señores senadores, se suspende la sesión que se reanu- 
chas gracias, señor Alava. 

dará esta tarde a las cinco. 

Era la rtna y cinco de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cinco v cinco de la tarde. 

MOCIONES: 

- DEL GRUPO COALICION POPULAR, SOBRE LOS 
TERRITORIOS DE CEUTA Y MELILLA 

El señor PRESIDENTE: Señores Senadores, continua- 
mos la sesión. 

Entramos en el punto 6."del orden del día. Vamos a dis- 
cutir las dos mociones presentadas por Coalición Popu- 
lar; la primera de ellas sobre los territorios de Ceuta y Me- 
lilla. Tiene la palabra el senor portavoz de Coalición 
Popular. 

El señor HERNANDEZ MOLLAR: Señoras y señores 
Senadores, el Grupo Parlamentario de Coalición Popular 
presentó, con fecha 1 de octubre de 1986, la moción que 
ahora nos toca defender, reclamando de esta Cámara el 
acuerdo de solicitar del Gobierno la remisión a las Cortes 
Generales de los Estatutos de Autonomía de los territo- 
rios de Ceuta y Melilla. Volvemos a hacer algo que ya ha- 
bíamos hecho con anterioridad, como vamos a explicar 
seguidamente, y por la misma razón que volveríamos a 
hacerlo's¡ fuera preciso, ya que creemos que es la solu- 
ción a uno de los problemas políticos más graves que ata- 
ñen a la nación espanola hoy en día, puesto que afecta ni 
más ni menos que a su integridad territorial, cuya uni- 
dad y solidaridad nos manda defender con todo el orde- 
namiento-jurídico. el artículo 2: de la Constitución Espa- 
ñola de 1978. 

Efectivamente, nuestro Grupo Parlamentario presentó 
en la anterior legislatura una moción publicada en el «Bo- 
letín Oficial. de esta Cámara, con fecha 14 de junio de 
1985, en la que se pedía a la Cámara que, en aplicación 
de la Disposición transitoria quinta de la Constitución, se 
enviaran por el Gobierno a las Cortes dos proyectos de 
ley orgánica para ser tramitados como Estatutos de Au- 
tonomía, en virtud del artículo 144 de la Constitución,Me 
refiero a Estatutos de Autonomía de Ceuta y Melilla. 

Con posterioridad, y con fecha 9 de octubre de 1985, se 
retiró la moción anteriormente dicha, por cuanto se puso 
de manifiesto la intención del Gobierno de remitir a las 
Cortes los proyectos de Estatutos de  las ciudades de Ceu- 
ta y Melilla. Ante esta realidad, el Grupo Parlamentario 
Popular esperó la tramitación de dicho proyecto a enviar 
por el Gobierno. Posteri'ormente, el «Boletín Oficial del 
Congreso. publica, el 26 de febrero de 1986, los proyec- 
tos de  ley por los que se regulan los Estatutos de las ciu- 
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dades de Ceuta y Melilla. La sorpresa de nuestro Grupo 
fue absoluta, al igual que la de las demás fuerzas políti- 
cas, e incluso que los propios territorios afectados, tanto 
Ceuta como Melilla, que asi lo manifestaron a traves de 
acuerdos de sus respectivos ayuntamientos. 

El proyecto que envió el Gobierno desconocía absolu- 
tamente la Disposición transitoria quinta de la Coristitu- 
ción. Se remitían sendos proyectos de ley, no de ley orgá- 
nica, y su contenido se refería a la aprobación de Estatu- 
tos municipales especiales para ambas ciudades, pero no 
Estatutos de Autonomía. La lógica reacción de los terri- 
torios afectados, como decíamos, no se hizo esperar. El 
propio Ayuntamiento de Ceuta, gobernado por mayoría 
socialista, aprobó en el Pleno con fecha 3 de enero de 1986, 
ante el envío a las Cortes de los'provectos anteriormente 
citados, un acuerdo en que, entre otras cosas, decía litc- 
ralmente: El Ilustre Ayuntamiento en Pleno aprueba los 
siguientes acuerdos: reafirmar y ratificar, de conformidad 
con lo establecido en la Disposición transitoria quinta de 
la Constitución, la inquebrantable voluntad del Avunta- 
miento de que Ceuta se constituya en Comunidad Aiitb- 
noma en igualdad del resto de Comunidades que compo- 
nen e integran la nación española, si bien dcberá incor- 
porarse al pertinente Estatuto las prescripciones necesa- 
rias para dar  cobertura a nuestra singularidad territorial, 
organizativa-funcional y económico-fiscal. 

En el mismo sentido, nuestro Grupo Parlamentario ma- 
nifestó su oposición desde el principio a la tramitación de 
ambas leyes, y así consta por las enmiendas de totalidad 
al proyecto de ley, solicitando su devolución al Gobierno, 
presentadas con fecha 14 de marzo de 1986 por el Grupo 
Popular del Congreso. 

Señoras y señores Senadores, el Gobierno, al igual que 
cualquier otro poder del Estado, está sometido a la Cons- 
titución v a las leves, como se establece en los artículos 
97 a 107 de la Constitución v ,  en definitiva, al resto de la 
Constitución española. En consecuencia, el Gobierno debe 
cumplir la previsión constitucional contenida en la Dis- 
posición transitoria quinta de la Constitución, que dice 
textualmente: «Las ciudades de Ceuta v Mclilia podrán 
constituirse en Comunidades .Autónomas s i  :,sí lo deciden 
sus respectivos Ayuntamientos, med'iantc acuerdo adop- 
tado por la mayoría absoluta de sus miembros y así lo au- 
torizan las Cortes Generales, mediante una ley orgánica, 
en los términos previstos en el articulo 144)). 

Pues bien, las ciudades de Ceuta y Melilla decidicron 
por acuerdo en pleno de sus respectivos ayuntamientos, 
adoptado por su mayoría absoluta y con los votos de los 
representantes del Partido Socialista, en la fecha de 13 de 
octúbre de 1981, en Melilla y 28 de septiembre de 1981, 
en Ceuta, ratificado por otro acuerdo de 5 de febrero de 
1985 en esta ciudad, constituirse en Comunidad Autóno- 
ma, cumpliéndose así la previsión contenida en la Dispo- 
sición transitoria quinta citada, y sin perjuicio de la tra- 
mitación de la ley orgánica prevista en el artículo 144 de 
la Constitución. Se ha cumplido, por tanto, el requisito 
exigido en la Disposición transitoria quinta de la Consti- 
tución y de acuerdo, por supuesto, con el espíritu de 
aquélla. 

La citada Disposición transitoria fue introducida en la 
Constitución en virtud de una enmienda «in vote)), pre- 
sentada por el Grupo Parlamentario de Unión de Centro 
Democrático y suscrita curiosamente, entre otros, por el 
Partido Socialista Obrero Español. La enmienda tenía, se- 
gún se argumentó en la Comisión de Asuntos Constitucio- 
nales del Congreso, dos claras finalidades. Desde un pun- 
to de vista técnico, que los Estatutos de Ceuta y Melilla 
no puedan ser otorgados unilateralmente por las Cortes 
sin contar con ambas poblaciones. Y desde un punto de 
vista político, solucionar los problemas políticos de Ceu- 
ta y Melilla, extraordinariamente delicados y de todos so- 
bradamen te conoc idos. 

La Disposición transitoria prevh que la tramitación de 
los proyectos de Estatuto de Autonomía se realice basán- 
dola en lo dispuesto en el artículo 144 de la Constitución. 
Es decir, que las Cortes Generales, por motivo de interés 
nacional, podrán, mediante ley orgánica, autorizar o acor- 
dar,  en su caso, un Estatuto de Autonomía para territo- 
rios que no están integrados en la organización provin- 
cial. Qué duda cabe que el precepto está pensando en si- 
tuaciones tan graves para el interes nacional como Gibral- 
tar o Ceuta y Melilla. Entre ambos casos existen muchas 
diferencias que hacen imposible cualquier comparación 
entre ellas. Pero una de esas diferencias es que Gibraltar 
aún no está bajo la soberanía española y Ceuta y Melilla 
sí, y siempre lo estuvieron. Sería, por tanto, absurdo que 
se vulnerase la previsión constitucional, pues su único re- 
sultado sería precisamente el contrario, la perdida de la 
soberanía espatiola sobrc esas dos partes de nuestra 
patria. 

Con bien para todos, los proyectos de lev quedaron ca- 
ducados y estamos a tiempo dc que el Gobierno enmien- 
da su conducta, aprobándose en esta Cámara nuestra mo- 
ción v remitiéndose, en consecuencia, un provecto muy di- 
ferente al enviado en su día que contenga la tramitación 
del Estatuto de Autonomía y no de un nuevo estatuto mu- 
nicipal especial para estas dos ciudades, puesto que las di- 
ferencias son sustanciales. 

El principio de autonomía que consagra nuestra Cons- 
titución, y que es característica de los Estatutns de Auto- 
nomía que conforman el Estado de las Autonomías, tiene 
una triple vertiente que se concreta en una autonomía po- 
lítica caracterizada orgánicamente por la existencia de 
una Asamblea legislativa; una autonomía administrativa 
caracterizada por la capacidad para la gestión de sus res- 
pectivos intereses de forma autónoma y descentralizada; 
y una autonomía financiera que haga posible el desarro- 
Ilo suficiente de las competencias que las Comunidades 
Autónomas asuman. Estos tres principios no se contem- 
plan de ningún modo, ni pueden desarrollarse en un ré- 
gimen local de carácter especial, por las siguientes ra- 
zones. 

En cuanto al régimen electoral y de constitución de los 
órganos de gobierno está claro que el régimen especial 
para Ceuta y Melilla sería el establecido en el Título 111 
de la Ley Orgánica 511985, de 19 de junio, Electoral Ge- 
neral, en lo que se refiere a la normativa de elecciones mu- 
nicipales. Esto supone que no cabe una legislación elec- 
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toral específica para Ceuta y Melilla propia de unas elec- 
ciones autónomas a una Asamblea legislativa. La diferen- 
cia en uno y otro supuesto, como se ve, es sustancial, pues- 
to que unas elecciones autónomas regidas por una ley 
electoral de la Comunidad Autónoma no podrían dar lu- 
gar, en su caso, a la aplicacibn del artículo 13 de la Cons- 
titución que, como saben, prevé la posibilidad del dere- 
cho de sufragio activo en las elecciones municipales de ex- 
tranjeros residentes en el territorio del municipio. 

SeÍioras y señores Senadores, esta cuestión actualmen- 
te es políticamente decisiva. Toda España 'conoce la si- 
tuacibn en que se encuentra la ciudad de Melilla y el tris- 
te espectáculo a que ha dado lugar la posición indecisa y 
confusa del Gobierno socialista sobre el voto o no de los 
residentes musulmanes en las elecciones municipales. No- 
sotros preferimos entender que no hay ningún tipo de in- 
tención no manifestada y que la remisión de un proyecto 
de ley con un régimen municipal especial no obedece a 
ninguha posición definitiva sobre esta cuestión. Lo cierto 
es que la célebre cuestión sobre el voto no existiría si se 
hubiera tramitado debidamente un pi'oyecto de ley de Es- 
tatuto de Autonomía, puesto que el sistema constitucio- 
nal es claro y es consecuencia del principio de autonomía 
política que anteriormente hemos enunciado. Ello conlle- 
va un derecho de sufragio activo naturalmente diferente 
al de una mera administración municipal. Es así que, en 
el caso de un régimen local, no es el Presidente de la 
Asamblea quien propone candidato. Son candidatos los 
que encabezaron las listas. Si no hay mayoría absoluta en 
una primera votación, no hay segunda votación con ma- 
yoría simple, sino proclamación de quien encabeza la lis- 
ta más votada. 

Por otro lado, la convocatoria de elecciones en el régi- 
men local correspondería al Consejo de Ministros y no al 
Presidente, como en el caso autonómico. En un supuesto 
de régimen local, los mecanismos son sustancialmente 
distintos a los que exigiría una Comunidad Autónoma. En 
e1 primer caso, el Consejo de Ministros podría disolver el 
propio Ayuntamiento y, por el contrario, para el caso de 
una Comunidad Autónoma debería obrarse, en todo caso, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 155 de la 
Constitución, que exige el pronunciamiento del Senado 
en esta hipótesis. Y, señorías, hoy en día y dada la impor- 
tancia que la cuestión tiene, la hipotética disolución de 
las corporaciones de Ceuta y Melilla no puede quedar en 
manos de una decisión del Consejo de Ministros. Es algo 
que debe conocer un organisnio representante de la sobe- 
ranía nacional como es, sin duda, esta Cámara. 

La diferencia en un régimen local de un pleno del Ayun- 
tamiento con una Asamblea legislativa de una Comuni- 
dad Autónoma es radicalmente distinta. Basta hacer re- 
ferencia al principio de autonomía política que conlleva 
la existencia de una Asamblea. No es necesario, por tan- 
to, insistir en ello. Las diferencias, aun a pesar del prin- 
cipio de autonomía que rige también el régimen local es- 
pañol, son también sustanciales. Por un lado, el deber de 
remitir los acuerdos adoptados a la Administración del 
Estado, que establece el artículo 56 de la Ley 5í1985, no 
está acogido en ningún Estatuto de Autonomía. La posi- 

bilidad de sustitución que prevé el artículo 70 de la Ley 
Sí1985 no requiere la aprobación del Senado que, para las 
Comunidades Autónomas, es exigida por el artículo 155 
de la Constitución. En cuanto al régimen de impugnación 
de acuerdos y actos seguirían, en el caso del régimen lo- 
cal, la vía de la impugnación ante la jurisdicción conten- 
cioso-administrativa. En el supuesto de una comunidad 
Autónoma, lo: conflictos con el Estado y las leyes emana- 
das de su Asamblea serían impugnables ante el Tribunal 
Constitucional. 

En definitiva, señorías, podríamos seguir señalando 
muchas más diferencias como las apuntadas, pero creo 
que lo expuesto es ya suficiente. 

La solución política para Ceuta y Melilla exige, como 
preveía el legislador constitucional, un Estatuto de Auto- 
nomía, y hurtar éste a las citadas ciudades sería una trai- 
ción para con la voluntad de los españoles de aquellas ciu- 
dades manifestada en los acuerdos de sus Ayuntamientos, 
una traición para con la Constitución, puesto que así lo 
prevé en su disposición transitoria quinta y ,  lo que es mu- 
cho más grave y sin posible reparación alguna, para con 
la propia historia. Queda claro que no es una disquisición 
teórica el que se otorgue un régimen local o autonómico 
a Ceuta y Melilla. La única solución política para estas 
ciudades era el Estatuto de Autonomía. El ejemplo del sis- 
tema electoral expuesto es la prueba de ello y es la prue- 
ba del gran error que ha cometido el Gobierno enviando 
en su día un Estatuto local. Ese es un error cuyo único res- 
ponsable es el Gobierno, y ese error, señorías, ha costado 
mucho en Melilla. Si no se hubiera enviado ese proyecto 
en contra de la voluntad constitucional y en contra de la 
voluntad propular de esas dos ciudades, no hubiéramos 
llegado a la situación en que estamos en Melilla. El Go- 
bierno que presidió en su momento don Felipe González 
es el único responsable. 

Desde que'se envió un estatuto local que, en consecuen- 
cia, posibilitaba el voto de los residentes extranjeros, fue- 
ron muchos los marroquíes que se empadronaron en nues- 
tra ciudad y muchos más serán hasta que sean mayoría. 

Existen motivos de interés nacional para un Estatuto 
de Autonomía con arreglo a lo que exige el artículo 144 
de la Constitución española. Y no se diga que el Gobierno 
no lo entiende así, pues es la propia Constitución la que 
califica esos motivos en la Disposición transitoria quinta 
respecto de Ceuta y Melilla. Naturalmente que si, porque 
la Constitución, señorías, se, fundamenta en nuestra rea- 
lidad y nuestra historia. No es algo etéreo, es algo real, 
como debe ser el Derecho, y esa realidad no es otra que 
la españolidad de Ceuta y Melilla. La españolidad de las 
ciudades de Ceuta y Melilla es una cuestión que no admi- 
te ninguna duda. Ambas ciudades, sin perjuicio de sus orí- 
genes históricos, son desde el primer momento de su ocu- 
pación por los Reyes de Castilla territorios españoles que 
nunca pertenecieron ni a las tribus «metz» ni mucho me- 
nos al imperio alauita. Ambas ciudades forman parte de 
la soberanía nacional desde antes de la propia unificación 
española, pues la más moderna, Melilla, fue ocupada por 
las huestes del Duque de Medina Sidonia, al mando de Pe- 
dro de Estopiñán, en el año 1497, cinco años después de 
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la conquista de Granada y dieciocho años antes de que el 
Reino de Navarra se incorporara a la Corona de Castilla. 

La nacionalidad e identificación de un pueblo con una 
soberanía política en la ciencia actual se determinan por 
razones culturales, etnológicas, etnográficas, políticas y 
territoriales. Ceuta y Melilla son ciudades culturalmente 
españolas y siempre lo han sido. Se habla español desde 
su origen, se siente español y se cree en la misma religión 
que en la mayoría de la nación española. Los habitantes 
de esas ciudades no sólo son españoles actualmente, sino 
que siempre lo fueron, e inclusive la planta arquitectóni- 
ca de ambas ciudades es típica de cualquier ciudad anda- 
luza. Y esto, señorías, a pesar de la degradante y sospe- 
chosa imagen que Televisión se encarga de propagar una 
y otra vez, como ocurrió en el último programa dc «El do- 
minical)), donde se nos tachó, una vez más, de racistas y 
explotadores. Estas son las razones que acreditan su per- 
tenencia a España. Se podría argumentar, sin embargo, 
que su territorio está en Africa. En Africa sí, pero nunca 
en Marruecos, y no caigamos en errores históricos graves, 
pues, como bien decía Salvador de Madariaga, España 
hubiérase extendido con todo derecho en Africa si no fue- 
ra por la humillación, desde hace dos siglos, de Gibraltar. 

Señoras y señores Senadores, hay que superar los com- 
plejos históricos y de presente. No es ninguna deshonra 
nuestro pasado ni nuestro presente en Africa. No vayamos 
a hacer verdad aquella estupidez de Alejandro Dumas de 
que Africa comienza en los Pirineos. Naturalmente, este 
no es el tema, puesto que en última instancia, como de- 
cía el insigne escritor Gabriel García Márquez, un sitio 
no es de aquél sino del que tiene un muerto debajo de la 
tierra, y,  perdónenme SS. SS., pero los muertos debajo de 
la tierra melillense y ceutí son de España. 

Termino, para no cansar la atención de sus señorías. El 
proyecto de ley orgánica de autonomía que pedimos al 
Gobierno no supone una superposición imposible de un 
régimen municipal y de un régimen autonómico en una 
misma ciudad. Las ciudades se rigen por los esquemas ju- 
rídicos que les sean precisos, y de la misma forma que 
existieron ciudades-Estado pueden existir ciudades autó- 
nomas o ciudades-Comunidades Autónomas. Además, el 
régimen que debe contemplarse ha de adecuarse a las ca- 
racterísticas peculiares del caso. De ahí su especialidad 
constitucional. Y solamente bajo esa forma y título jurí- 
dico pueden seguir existiendo especialidades tales como 
el peculiar régimen económico fiscal de Ceuta y Melilla. 

El Grupo Parlamentario Coalición Popular, con la pre- 
sentación de esta moción en el Senado, entiende que, ade- 
más de estar pidiendo que se cumpla la Constitución, está 
ejerciendo el carácter que todos pretendemos resaltar de 
esta Cámara de representación territorial que el propio 
Presidente del Gobierno, el pasado 1 de octubre, afirmó 
en esta misma Tribuna. El Grupo Parlamentario Coali- 
ción Popular está también empeñado en que el Senado 
asuma ese protagonismo de representante territorial que 
le otorga la Constitución en su artículo 69, y qué mejor 
ocasión para comenzar nuestra tarea que la defensa de la 
integridad territorial de nuestra región, que es nuestra 

mejor intención, con la petición a la Cámara de que se 
apruebe la presente moción. 

Nada más. (Aplausos en los bancos de la derecha.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Hernández. 
Para un turno en contra tiene la palabra el señor‘ Mo- 

reno Franco. 

El señor MORENO FRANCO: Señor Presidente, seño- 
rías, me permitirá el señor Hernández que aproveche que 
la tarde está empezando para decirle algunas cosas en 
tono menor, tranquilo. (Risas.)  Por ejemplo, que tanto 
quería el diablo a su hijo que lo ahogaba. Con todo cari- 
ño y con todo respeto, señoría, lo que hemos escuchado 
aquí habrá hecho las delicias de cualquiera que ponga en 
duda la españolidad de Ccuta y Melilla. Y se lo digo en 
ese tono menor que quisiera deslindar de lo que me pa- 
rece que luego debería ser una reflexión política seria 
acerca de qué es lo que, al entender de nuestro Grupo Par- 
lamentario, podríamos y deberíamos hacer. (Por qué? 
Porque, señoría, ponerse por montera el artículo 137 de 
la Constitución, pretender que la Constitución de Ceuta y 
Melilla como Comunidades Autónomas es una exigencia 
Lonstitucional, de manera que se puede llegar a hablar 
textualmente de traición del Gobierno para con la Conc- 
titución, vincular, aunque sólo sea poniendo lo uno al lado 
de lo otro, a Ceuta v Melilla con Gibraltar, me parece que 
no es razonable, no tiene sentido y no creo que sea acor- 
de con lo que debe ocuparnos esta tarde. 

Creo, señor Presidente, señoras y señores Senadores, 
que efectivamente estamos ante un acto parlamentario de 
una enorme relevancia, por el alcance que supondría la 
aprobación de la moción presentada por el Grupo Parla- 
mentario al que pertenece el señor Hernández, que, ob- 
viamente, como él ha recordado, vendría a significar po- 
ner en marcha las previsiones constitucionales referidas 
a la posibilidad o no de constitución de Ceuta y Melilla 
Lomo Comunidades Autónomas, que podríamos definir 
-me gustaría que así fuera y sobre ello ponernos de 
acuerdo- como el alcance formal de la moción presenta- 
da. Yo creo sinceramente, señorías, que hay otra cuestión 
de fondo, naturalmente conexa con la que formalmente 
nos ocupa, que yo creo que podría tener mayor importan- 
;ia, mayor interés y mayor utilidad para preservar el bien 
jurídico, político e histórico en el cual, señor Hernández, 
no le quepa ninguna duda, estamos absolutamente todos 
ie  acuerdo. 

Por consiguiente, preferiría anunciar en este momento, 
señor Presidente, señorías, que mi Grupo Parlamentario, 
3or las razones que trataré de aducir posteriormente, no 
mede votar afirmativamente el texto presentado por el 
Srupo Parlamentario Popular. No sólo no tendría ningún 
nconveniente, sino que se sentiría profundamente satis- 
‘echo si por una conjunción de voluntades de las fuerzas 
Jolíticas aquí representadas se pudiera votar con un gra- 
jo de aproximación generoso y reflexivo el texto que en 
:ste momento presento a la Presidencia de la Cámara. (El 
;eñor Moreno Franco hace entrega del texto a la Mesa.) iY 
3or qué, señoras y señores Senadores? Por lo siguiente. 
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La cuestión de fondo, a mi entender, debería ser cómo nos 
ponemos todos de acuerdo, en la medida de lo posible, 
para garantizar los instrumentos más eficaces de defensa 
del interés nacional en su proyección relativa a Ceuta y 
Melilla. 

Estoy convencido, señorías, de que concordamos en que 
ése es el fondo de la cuestión. Y si ése es el fondo de la 
cuestión, yo creo que habría que tratar de hacer una 
aproximación sentida al problema, qué duda cabe, pero 
mucho más racional que inflamada por el sentimiento. ¿ Y  
qué habría que hacer para ello, en opinión de nuestro Gru- 
po Parlamentario, señoría? Reiterar un principio, anali- 
zar la realidad concreta de Ceuta y Melilla, analizar esa 
realidad en elrontexto de la estructura jurídica del Esta- 
do en la España de nuestros días, tratar de ser prudentes 
si es que creemos que existe alguna tensión internacional 
al respecto y,  desde luego, algo que me parece que S .  S .  
no es que no lo haya hecho, sino que ha evitado cuidado- 
samente, que sería analizar con rigor los márgenes de li- 
bertad que nos deja el entramado constitucional para ubi- 
car jurídicamente ese objetivo político de protección de 
los intereses de las ciudades de Ceuta y Melilla. Si eso es 
así, vaya el principio por delante, señoría: la españolidad 
de Ceuta y Melilla, que es algo que nace reflexivamente 
de una meditación histórico-político-jurídico de nuestras 
cabezas y que es algo profundamente arraigado en nues- 
tros corazones, es algo desde hace tiempo diáfanamente 
explicitado en la Constitución española y, por consiguien- 
te, que goza de la mayor protección jurídica, con inde- 
pendencia de que se constituyan o no Ceuta y Melilla 
como comunidades autónomas. 

Le voy a decir algo con toda sinceridad y, créame, se- 
ñoría, con todo afecto. Subir aquí cuando se es la mino- 
ría más numerosa, pero sólo eso, a decir que estaría en 
juego la españolidad de Ceuta y Melilla si no se pusieran 
en marcha las previsiones constitucionales relativas a su 
constitución formal como Comunidades autónomas, me 
parece que es -y perdóneme la expresión- hacer el tri- 
ple salto mortal sin red. Y va en esa línea lo que yo le de- 
cía antes de que hemos de ser cuidadosos y prudentes 
para no regalar absolutamente nada a los que puedan ja- 
lear a unos o a otros con la mente y la esperanza puestas 
en sus propios intereses, no en los de Ceuta y Melilla. 

El campo del margen constitucional de que dispone- 
mos, señoría, es extremadamente amplio. Se nos ha veni- 
do a decir que no hay otro camino, si se quiere ser respe- 
tuoso con la Constitución, que votar que sí a lo que dicen 
SS. SS. y SS. SS. saben que no es verdad. (El señor Her- 
nández Mollar hace signos negativos.) Usted me está di- 
ciendo ahora que no, pero desde aquí arriba me lo ha di- 
cho en posi:ivo. 

Señorías, el procedimiento que resulta de la transito- 
ria quinta, del 144 b), saben SS. SS. que se refiere exclu- 
sivamente a la constitución de Ceuta y Melilla como co- 
munidades autónomas. Pero le añadiré, porque también 
lo sabe S .  S., que la constitución de Ceuta y Melilla en co- 
munidades autónomas no resulta constitucionalmente 
exigido, y eso aunque la única previsión constitucional al 
respecto sea la de cómo deberían desarrollarse los meca- 

nismos jurídicos para la constitución de Ceuta y Melilla 
como comunidades autónomas. 

Le podría poner un ejemplo, pero como no me gusta el 
ejemplo más vale que no se lo ponga. Sabe S .  S .  que la 
única previsión constitucional respecto a la Comunidad 
Autónoma de Navarra es la incorporación al País Vasco 
y, sin embargo, nadie se ha levantado aquí a exigir que 
eso se haga en nombre del cumplimiento de la Constitu- 
ción, entre otras cosas porque ya la Comunidad Autóno- 
ma de Navarra se ha organizado como tal, sin entrar en 
esa mera previsión, que no exigencia constitucional. 

¿Cómo apreciamos nosotros la realidad? Primero, sefio- 
rías, creo que deberíamos ir buscando puntos de acuerdo 
en lo esencial, y creo que podríamos ponernos todos de 
acuerdo en considerar que el objetivo que puede y debe 
movernos a todos en esta discusión y en los trabajos que 
desde esta discusión quisiera auspiciar en el futuro el Gru- 
po Parlamentario, no puede ser otro que el de posibilitar, 
a la luz del texto constitucional, el ejercicio del autogo- 
bierno por Ceuta y Melilla de forma ágil y eficaz, a la vis- 
ta, naturalmente, de las peculiaridades que concurren en 
ambas ciudades españolas. 

Si seguimos examinando esa realidad, desde nuestra 
perspectiva lo que observamos es que Ceuta y Melilla, en 
cuanto a su extensión territorial y a su dimensión demo- 
gráfica, configuran políticamente sendos municipios ne- 
cesitados de un club competencia1 que aconseja un régi- 
men estatutario especial, y le advierto una cosa a S .  S., 
no hay ninguna previsión constitucional al respecto. Por 
consiguiente, todo, absolutamente todo, está abierto en 
ese camino. Todo, absolutamente todo, puede, y yo digo 
que debería, ser motivo de transacción, de consenso, des- 
de la responsabilidad de las fuerzas políticas que saben 
reconocer cuándo se encuentran -insist+ ante una au- 
téntica cuestión de Estado. Absolutamente todo, señorías. 
De ahí el que se haya presentado un texto que lo que vie- 
ne, en definitiva, es a anticipar que nuestra posición se- 
ría la de recomendar al Gobierno, instarle, desde la coin- 
cidencia de posiciones entre el Partido del Gobierno y él 
mismo, a que se produjera un esfuerzo máximo dirigido 
a la búsqueda de un consenso, y creo que es un diálogo 
operativo al que todos podemos y debemos acudir legíti- 
mamente con unas posiciones previas, en el que yo no ten- ' 

dría ningún inconveniente en adelantar a SS. SS. cuáles 
son esas posiciones de partida en el caso del Grupo Par- 
lamentario Socialista, pero en el que yo creo que, además 
de unas posiciones, había que llevar sobre todo un fuerte 
componente de imperativo nacido de la necesidad de 
en tender. 

En primer lugar, ¿cuál sería nuestra posición? Señoría, 
me refería antes no ya a la importancia conceptual e his- 
tbrica, sino al  alcance geográfico y poblacionai de ambas 
ciudades españolas. Pues bien, a nuestro entender, la or- 
ganización institucional de Ceuta y Melilla, precisamente 
porque debe ser operativa, porque difícilmente podría so- 
portar la superposición de órganos locales y autonómicos 
en tan estrecho margen de acción en lo geográfico, debe- 
ría ser relativamente simple. ¿Los detalles? Naturalmen- 
te, deberían ser el centro de ese diálogo para el consenso 
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al que les estoy invitando de un modo absolutamente leal 
y abierto. En segundo lugar, las nuevas competencias y 
funciones queconfiguramos al final de este proceso a Ceu- 
ta y Melilla deberían asegurarles los medios jurídicos y 
materiales precisos para gestionar sus intereses específi- 
cos con un grado de suficiencia extremadamente superior 
al del resto de los ayuntamientos. 

¿En qué se traduciría eso? Creo que necesariamente, 
convenientemente. Ello lo que viene a decir es que el ca- 
tálogo de  materias en que habría que buscar aquellas que 
deberían formar ese club competencia1 de que debería- 
mos dotar a Ceuta v Melilla, habrian de buscarse de en- 
tre las materias contenidas en el artículo 148 de la Cons- 
titución para las Comunidades Autónomas. Les anticipo 
a SS. SS. que, en opinión de nuestro Grupo, deberían de 
comprender, en todo caso, la gestión administrativa y la 
potestad de organización de los servicios y,  en determi- 
nados supuestos --motivo naturalmente de la transacción 
a la que repetidamente les estoy invitandLt,  la potestad 
normativa reglamentaria para el desarrollo de la Iegisla- 
ción del Estado. 

En tercer lugar, qué duda cabe, para que esas nuevas 
funciones puedan realizarse efectivamente en Ceuta y Me- 
lilla, ha de preverse cl traspaso de los correspondientes 
scrvicios dependientes de la Administración del Estado, 
así como de los recursos humanos, servicios y materiales 
asociados a los mismos. 

Le preocupaba a S. S. el orden económico y financiero. 
Naturalmente, y tanto como a S. S. a nuestros compañe- 
ros de Ceuta, y aún le diría más, tanto como a todos los 
señores Senadores provenientes de esa circunscripción, a 
la totalidad de  la Cámara. En nuestra opinión, debei ían 
complemeniarse los elenicntos esenciales del rkgimen f i -  
nanciero de las haciendas locales con la garantía de la f i -  
nanciación de los servicios transferidos, asegurándose cx- 
presamente la pervivencia del rcgimen fiscal especial de 
Ceuta y Melilla, sin perjuicio, naturalmente, de las modi- 
ficaciones que fuera necesario introducir como conse- 
cuencia de la incorporación de España a las Comunida- 
des Europeas. 

Señorías, les insisto en que prcseiitar aquí una moción 
que lo quc vicnc a decir es que no  se considera como po- 
sitiva más que una de  entre las posibles alternativas de 
acuerdo con la Constitución, que son todas igualmente le- 
gítimas, señorías, porque son todas igualmente constitu- 
cionales, si me permiten, repito, desde ia posición &una 
minoría importantísima, fundamental, pero minoría, en 
mi opinibn, y perdonen la expresión coloquial, es empe- 
zar un poco la casa por la ventana. 

Hemos reflexionado con rigor, con seriedad y no esta- 
mos en esa especie de seguridad, me atrevería a decir que 
poco firme, de su Grupo Parlamentario respecto a lo uní- 
voco de una decisión acertada. Cuando pensamos acerca 
de si es o no la única salida conveniente para la defensa 
de la españolidad de Ceuta y Melilla la constitución de 
ambas ciudades como Comunidades Autónomas, seño- 
rías, se nos abren interrogantes inquietantes, algunos de 
los cuales ni tan siquiera los voy a proferir aquí. Les voy 
a dar  sólo uno como botón de muestra. <Considera con- 

veniente su Grupo Parlamentario desvincular la represen- 
tación ordinaria del Estado en Ceuta y Melilla de la figu- 
ra del Delega& del Gobierno? No les estoy diciendo que 
ésta sea la cuestión; su señoría sabe que no lo es. Lo úni- 
co que le estoy diciendo es que, a nuestro entender, si se 
quiere ser sinceros -y, señorías, cuando se gobierna uno 
no tiene más remedio que serlo- hay que reconocer que 
a lo mejor es más importante, cada cual desde nuestra 
apreciación particular dé la mejor solución del problema, 
buscar un lugar de acuerdo que signifique que tras él está 
la totalidad -de ser posible- o, en su caso, la mayoría 
de las fuerzas políticas, que el pretender -y se lo digo 
con todo afecto- cortar oreja y rabo, cada cual en su cir- 
cunscripción, aunque sea planteando en aita voz temas 
que sabe S. S .  que merecerían más horas de trabajo con- 
junto, común y responsable. 

Voy a terminar, señor Presidente, porque creo que no 
se trataba tanto de entrar a debatir algunas de las afir- 
maciones un tanto peculiares del Senador Hernández, ni 
de decir que no a ese texto y que estaríamos dispuestos a 
decir que sí a otro texto, como de hacer -y me permiti- 
rán que se lo reitere- esa invitación a la totalidad de las 
fuerzas políticas españolas y ,  naturalmente, tanto más 
-si me permiten la distinción- a la principal fuerza de  
la oposición, para retomar aquel diálogo que en su mo- 
mento intentamos leal y francamente. Les voy a decir una 
cosa, señorías, para terminar. Creo que sí que sería im- 
portante ver qué es lo que vamos configurando en ese ca- 
mino. Creo que sería, asimismo, razonable (aunque a ve- 
ces uno queda preso de 1s propias afirmaciones previas a 
la acción de subirse aquí y decir ante el conjunto de la Cá- 
mara quk es lo que se piensa que se debe hacer); creo -les 
decía- que sería igualmente importante que tuviéramos 
todos, claro que no debemos tener una preocupación no- 
minalista, por un razón muy sencilla. Hablemos de los 
contenidos de lo que hay que añadir al régimen local para 
que Ceuta y Melilla encuentren la defensa más eficaz de 
sus intereses y de sus peculiaridades y tengamos presente 
que, al final, la verdadera naturaleza jurídica de los En- 
tes públicos en absoluto va a depender de que los Grupos 
Parlamentarios o el Gobierno usaran tal o cual nombre 
c o m  título de la Ley. En realidad, de lo que se depende 
es del rcgimen sustantivo que se contemple en esos pro- 
yectos de Ley. Y ese régimen sustantivo, eso que me pa- 
rece que es la realidad, el sujeto, el objeto de nuestro es- 
fuerzo, es a lo que yo les estoy invitando. 

Insisto, en nombre de mi Grupo Parlamentario, y les 
reitero los ofrecimientos hechos desde el Presidente del 
Gobierno hasta el señor Ministro de  las Administraciones 
públicas el día 14 de octubre, con toda franqueza, con 
toda lealtad y pensando sinceramente que debe y puede 
producirse ese esfuerzo desde el diálogo para llegar al  
consenso en Ceuta y Melilla, quS duda cabe, pero que tam- 
bién y, si me apuran SS. SS., sobre todo deberíamos im- 
pulsar ese esfuerzo, desde aquí, porque al f i n  y al cabo, 
éste es el ámbito exclusivo de reflexión de la soberanía na- 
cional sobre algo que, señorías, es una cuestión de Estado. 

Muchas gracias, señor Presidente. (Aplausos en  los bun- 
cos de la izquierda.) 
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El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, seriores Se- 
nadores. 

De conformidad con los precedentes, con lo que se ha 
hecho en otras ocaciones en casos semejantes, la setiora 
Urcelay leerá la propuesta del señor Moreno, del Grupo 
Parlamentario Socialista, y suspenderé la sesión después, 
durante quince minutos, para que los señores Portavoces 
se reúnan por si es posible llegar a un acuerde. 

La señora Urcelay puede dar lectura al texto. 

La señora SECRETARIA PRIMERA (Urcelay López de 
las Heras): «La Cámara insta al Gobierno para que bus- 
que, con los Grupos Parlamentarios, el mayor consenso 
posible sobre el proyecto de estatuto para las ciudades de 
Ceuta y Melilla a fin de que ambas ciudades estudien un 
régimen de autonomía de gobierno de acuerdo a sus pro- 
pias peculiaridades y que permita gestionar, de forma sa- 
tisfactoria, sus respectivos intereses en el marco de la or- 
ganización territorial del Estado, previsto por la Cons- 
titución». 

El señor PRESIDENTE: Los señores Portavoces pueden 
reunirse en la sala Mañanós con los señores que han de- 
fendido la moción. 

Se suspende la sesión por tiempo de quince minutos. 

Se reanuda la sesión. 

El señor PRESIDENTE: Señores Senadores, ¿ha habi- 
do acuerdo en alguna medida? (Pausa.) No ha habido 
acuerdo. Pues bien, concedo la palabra el Grupo Parla- 
mentario Coalición Popular para oponerse al texto pre- 
sentado por el Grupo Socialista. 

La señora PALACIO DEL VALLE LERSUNDI: Señor 
Presidente, el Grupo Coalición Popular a lo que se opone 
es a que se tramite la moción alternativa presentada por 
e1 Grupo Socialista, nada más. Conforme al Reglamento, 
consideramos que no tiene tramit$ción en este momento 
la moción presentada por el Grupo Socialista. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Esta Presidencia tiene que ad- 
vertir que ya hay un precedente, que se aprobó una mo- 
ción presentada por el Senador Cabrera Cabrera el 16 de 
octubre de 1984. Dicha moción se empezó a tramitar y al 
final hubo consenso. La diferencia que hay en este caso 
es que no ha habido consenso, pero la tramitación ha em- 
pezado sin protesta del Grupo Coalición Popular. (La se- 
flora Palacio del Valle Lersundi pide la palabra.) 

Por otra parte, también a la Presidencia se le permite, 
por la interpretación del artfculo 180, la tramitación de 
esta moción como incidente en la discusión de la moción 
que acaba de exponer el señor Senador por Melilla. De 
modo que entiendo que, en cualquier caso, si se puede tra- 
mitar la moción del Grupo Socialista. 

Tiene la palabra la señora Palacio del Valle. 

La sedora PALACIO DEL VALLE LERSUNDI: Señor 

Presidente, en cuanto a los antecedentes de la moción pre- 
sentada por el señor Cabrera en su día, hay que decir que 
son distintos en tanto en cuanto el Grupo proponente hizo 
suyo el texto alternativo propuesto en aquel momento, lo 
que no es en este momento la situación, y e'ntonces sólo 
se votó un texto modificado respecto del texto originario 
presentado por el Grupo proponente. 

El señor PRESIDENTE: Pero se había empezado a tra- 
mitar la moción. 

La señora PALACIO DEL VALLE LERSUNDI: No se 
tramitó hasta que el grupo proponente no hizo suyo ese 
texto, porque precisamente para eso se suspendió la se- 
sión; primer punto. 

Segundo punto. El artículo 180, que señala el Presiden- 
te habla de las mociones incidentales. Considero que el 
contenido de la moción del Grupo Socialista para nada 
se puede calificar como incidental, a pesar de que siem- 
pre el Presidente tiene la última interpretación del Regla- 
mento y de todos los textos. 

El señor PRESIDENTE: Por lo menos en estos momen- 
tos sí tenemos un incidente, señoría. 

La señora PALACIO DEL VALLE LERSUNDI: Señor 
Presidente, sí, efectivamente hay un incidente. (El setior 
Laborda Martfn pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Senador Laborda, ¿quería 
S .  S .  intervenir? 

El señor LABORDA MARTIN: Si, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Intervenga antes que el Pre- 
siden te. 

El señor LABORDA MARTIN: Respetando, en cualquier 
caso, la decisión de la Mesa y de S .  S .  como intérprete del 
Reglamento, yo estoy de acuerdo con la interpretación de 
S .  S. respecto de que existe antecedente y también respe- 
to de la interpretación del artículo 180, en el párrafo en 
el que se dice que las mociones incidentales señalarán el 
trámite procedente en una determinada cuestión. La cues- 
tión en este caso es instar al Gobierno respecto de una de- 
terminada propuesta. En estos momentos no podemos ha- 
blar de que exista un Grupo proponente como tal, sino 
que al haber sido tramitadas en la Cámara dos mociones, 
leídas por la Secretaria, entendemos que ya es la Cámara 
la que debe asumir o no el que una de Ius dos o las dos 
sean tramitadas. 

Por otra parte, existe otra analogía y es que respecto de 
las enmiendas no presentadas a los textos legales, como 
sabe S. S., no es necesario, a diferencia del Congreso de 
los Diputados, que el Grupo enmendante esté de acuerdo 
con la enmienda alternativa, sino que pueden ser, por la 
mayoría que el Reglamento contempla, los otros Grupos 
los que puedan conducir a que exista una enmienda al- 
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ternativa a la del Grupo proponente, aun cuando éste no 
esté de  acuerdo con que se tramite esa alternativa. 

Es una interpretación modesta. En cualquier caso, aca- 
to la interpretación de la Mesa, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Yo podía, en uso de mis facul- 
tades reglamentarias, resolver de plano en este momen- 
to, pero como me parece que el tema que se debate en 

29 DE OCTUBRE DE 1986.-NÚM. 6 
_____ 

esta moción es un tcma gravc, voy a consultarlo en forma 
estrictamente reglamentaria y resolveré mañana. 

Convoco ahora a la Junta de Portavoces, a la Mesa del 
Senado después, y a las diez de la mañana a la Mesa de 
la Comisión de Reglamento. 

Se suspende la scsión, hasta mañana a las oncc. 

Erati las sirte v yiririce de la tctrde. 
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